
 

1 

 

 
Boletines de las sesiones del Senado del mes de 
diciembre de 2009, en las que se discutió el proyecto 
de ley sobre Información, orientación y prestaciones en 
materia de regulación de la fertilidad 
 
 

LEGISLATURA 357ª 
Sesión 75ª, en martes 15 de diciembre de 2009 

Ordinaria 
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INFORMACIÓN, ORIENTACIÓN Y PRESTACIONES EN MATERIA DE REGULACIÓN 
DE LA FERTILIDAD  

El señor NOVOA (Presidente).- Conforme a lo resuelto por los Comités, 
corresponde tratar el proyecto, en segundo trámite constitucional, sobre 
información, orientación y prestaciones en materia de regulación de la 
fertilidad, con segundo informe de la Comisión de Salud e informe de la 
Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y urgencia 
calificada de "discusión inmediata".  

--Los antecedentes sobre el proyecto (6582-11) figuran en los Diarios de 
Sesiones que se indican:  

Proyecto de ley:  

En segundo trámite, sesión 35ª, en 28 de julio de 2009.  

Informes de Comisión:  

Salud, sesión 59ª, en 27 de octubre de 2009.  

Salud (segundo), sesión 69ª, en 17 de noviembre de 2009.  

Constitución, sesión 69ª, en 17 de noviembre de 2009.  

Discusión:  

Sesión 59ª, en 27 de octubre de 2009 (se aprueba en general).  

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.  
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El señor HOFFMANN (Secretario General).- El proyecto fue aprobado en 
general en sesión de 27 de octubre del año en curso.  

La Comisión de Salud efectuó cuatro modificaciones al proyecto aprobado en 
general, dos de las cuales fueron acordadas por mayoría, de manera que serán 
puestas en votación oportunamente.  

Por su parte, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento 
realizó varias enmiendas al texto despachado por la de Salud, las cuales fueron 
aprobadas por la unanimidad de sus integrantes (Senadores señora Alvear y 
señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz Aburto), dejando constancia de 
que, incorporándose dichas modificaciones al proyecto, este no le merece 
reparos de constitucionalidad.  

Cabe recordar que las enmiendas aprobadas en forma unánime deben ser 
votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite su discusión o 
existan indicaciones renovadas.  

De las modificaciones unánimes, es menester dejar testimonio de que el inciso 
cuarto, nuevo, que se agrega al artículo 1º, tiene carácter de norma orgánica 
constitucional, por lo que requiere para su aprobación los votos conformes de 
22 señores Senadores.  

El señor NOVOA (Presidente).- En consecuencia, habría que poner en votación 
sin debate todas las modificaciones aprobadas en forma unánime, a menos que 
algún señor Senador pida votación separada.  

Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.  

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, respaldo absolutamente lo que 
hicimos en la Comisión de Salud, lo cual fue dado a conocer por el señor 
Secretario.  

Sin embargo, en lo que se refiere a las modificaciones efectuadas en la 
Comisión de Constitución, solicito votación separada de la oración que figura 
en el inciso final del artículo 2º, que dice: ", debiendo informar al padre o 
madre de la menor o al adulto responsable que la menor señale.".  

Y en segundo lugar, pido votar separadamente el inciso final que agregó la 
Comisión de Constitución al artículo 4º.  

El señor NOVOA (Presidente).- Entonces, si le parece a la Sala, se pondrán en 
votación las enmiendas aprobadas por unanimidad, con excepción de la última 
frase del artículo 2º y del inciso final del artículo 4º añadido por la Comisión de 
Constitución. Y, por supuesto, posteriormente también se deberán votar las 
que no fueron acordadas por unanimidad.  

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, ¿podría repetir?  
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El señor NOVOA (Presidente).- Se colocarán en votación todas las 
modificaciones unánimes, con excepción del inciso final del artículo 4º, 
agregado por la Comisión de Constitución, porque se pidió votación separada...  

El señor LARRAÍN.- ¿Estamos trabajando sobre la base del informe de la 
Comisión de Constitución?  

El señor NOVOA (Presidente).- Exactamente.  

Tiene la palabra el señor Secretario para señalar los preceptos que han de 
votarse separadamente.  

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señores Senadores, las normas que 
requieren votación separada son las siguientes:  

La frase que figura en el inciso final del artículo 2º, que señala: ", debiendo 
informar al padre o madre de la menor o al adulto responsable que la menor 
señale". Se solicitó votarla separadamente.  

El artículo 3º, nuevo, que incorporó la Comisión de Salud a continuación del 
artículo 2º. Fue aprobado por 3 votos a favor y 2 en contra.  

El inciso final del artículo 4º, que dice: "En todo caso, no se considerarán 
anticonceptivos, ni serán parte de la política pública en materia de regulación 
de la fertilidad, aquellos métodos cuyo objetivo o efecto directo sea provocar 
un aborto.". También se pidió votación separada respecto de esta norma.  

Por último, el artículo 5º aprobado por la Comisión de Salud por tres votos a 
favor y dos en contra.  

Esas son todas las disposiciones que precisan votación separada y que el señor 
Presidente las irá poniendo en discusión oportunamente.  

El señor NOVOA (Presidente).- En votación las modificaciones aprobadas 
unánimemente por las Comisiones, con excepción de las mencionadas por el 
señor Secretario.  

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha 
emitido su voto?  

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.  

--Se aprueban las enmiendas acordadas por unanimidad, con excepción de las 
señaladas por el señor Secretario (25 votos afirmativos), y se deja constancia 
de que se cumplió con el quórum constitucional exigido.  
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Votaron la señora Alvear y los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, 
Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Frei, Girardi, Gómez, Horvath, Larraín, 
Muñoz Aburto, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, 
Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.  

El señor NOVOA (Presidente).- Solicito autorización de la Sala para que 
ingresen los asesores del Ministro de Salud, doctores señora Paz Robledo y 
señor René Castro y abogado señor Eduardo Díaz.  

--Se accede.  

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.  

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señores Senadores, corresponde 
pronunciarse sobre el inciso final que agregó la Comisión de Constitución al 
artículo 2º, que dice: "Sin embargo, en aquellos casos en que el método 
anticonceptivo de emergencia sea solicitado por una persona menor de 14 
años, el funcionario o facultativo que corresponda, sea del sistema público o 
privado de salud, procederá a la entrega de dicho medicamento, debiendo 
informar al padre o madre de la menor o al adulto responsable que la menor 
señale.".  

Se pidió votación separada de la última frase del inciso: ", debiendo informar al 
padre o madre de la menor o al adulto responsable que la menor señale".  

El señor ALLAMAND.- ¿Me permite, señor Presidente?  

El señor PIZARRO.- Una consulta, señor Presidente.  

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión.  

Tiene la palabra el Honorable señor Allamand.  

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, conforme al tenor de la norma, 
entiendo que la información es posterior a la entrega del medicamento.  

La señora ANDRADE (Ministra Directora del SERNAM).- Así es.  

La señora ALVEAR.- Exactamente.  

El señor ALLAMAND.- Aunque no se desprende inequívocamente del texto. Me 
da la impresión de que debiera quedar en la historia fidedigna...  

La señora ANDRADE (Ministra Directora del SERNAM).- Señala: "procederá a la 
entrega".  
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El señor ALLAMAND.- Dice: "procederá a la entrega de dicho medicamento, 
debiendo informar al padre", etcétera. En verdad, según el tenor literal de la 
norma, puede ser antes o después.  

La señora ANDRADE (Ministra Directora del SERNAM).- Después.  

El señor ALLAMAND.- Yo entiendo que es después.  

Señor Presidente, para zanjar definitivamente toda discusión, sugiero agregar 
el vocablo "posteriormente" u otro que corresponda.  

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pizarro.  

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, en la misma línea de lo planteado por el 
Senador Allamand, mi pregunta es más directa.  

El texto dice: "procederá a la entrega de dicho medicamento, debiendo 
informar al padre o madre de la menor o al adulto responsable que la menor 
señale.".  

¿Qué pasa si la niña no tiene padre ni madre o no quiere dar el nombre de 
algún adulto? Porque, como todos sabemos tales situaciones generan temor.  

En ese caso, tal como se halla redactada la norma, considero perfectamente 
posible que no se entregue la píldora. Y si es así, yo prefiero que la frase en 
cuestión no esté.  

El asunto no queda claro, señor Presidente.  

El señor NOVOA (Presidente).- Este punto, respecto del cual se pidió votación 
separada, se encuentra en discusión. De modo que no lo someteré al 
pronunciamiento de la Sala mientras no se cierre el debate.  

Es razonable la inquietud expuesta por Su Señoría. Pero hay varios Senadores 
inscritos. Y también quiere intervenir el señor Ministro de Salud, a quien le doy 
la palabra.  

El señor ERAZO (Ministro de Salud).- Señor Presidente, en el inciso segundo 
propuesto para el artículo 2° se expresa: "Sin embargo, en aquellos casos en 
que el método anticonceptivo de emergencia sea solicitado por una persona 
menor de 14 años, el funcionario o facultativo que corresponda, sea del 
sistema público o privado, procederá a la entrega de dicho medicamento, 
debiendo informar al padre o madre de la menor o al adulto responsable que la 
menor señale.".  

Como Ministerio de Salud, nuestro planteamiento era no innovar en lo resuelto 
por el Tribunal Constitucional a propósito de la consejería a menores de edad, 
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porque ahí quedó bien fijado el criterio de dicho órgano en el caso particular 
que nos ocupa.  

Es necesario explicitar, sí, que la norma en comento, contrariamente a lo 
manifestado aquí, no condiciona la entrega del anticonceptivo de emergencia al 
cumplimiento de la exigencia de informar en forma previa a un adulto 
responsable. Pero si queda establecido que no hay tal limitación, mucho mejor.  

Por consiguiente, se proporciona el fármaco y después se informa, 
planteándosele a la menor si desea que se comunique la situación a algún 
adulto. Así opera la norma. Pero la entrega del medicamento y la consejería ya 
han tenido lugar.  

De otra parte, la nueva redacción resguarda el derecho de la adolescente a la 
confidencialidad -es muy importante connotarlo-, desde el momento en que se 
establece que recibirán la información las personas que ella señale. Y, además, 
permite garantizar la continuidad de los cuidados requeridos para la sexualidad 
de la menor al ponerse a su disposición diversos elementos centrados en el 
desarrollo de ese proceso.  

El texto sugerido, entonces, es coherente con la regulación existente en 
materia penal en cuanto a los delitos sexuales que afectan a los menores de 
edad.  

Tal es nuestro planteamiento, señor Presidente, siempre en la idea de que 
resulta pertinente, primero, consignar un resguardo acerca del tiempo para la 
entrega del medicamento anticonceptivo de emergencia, y segundo, no 
condicionar su recepción al hecho de que se informe de ello a un adulto.  

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Girardi.  

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, votaré en contra del inciso que se 
agrega, pues creo que atenta contra el objetivo del anticonceptivo de 
emergencia; constituye un retroceso, y solo dificultará que adolescentes eviten 
un embarazo no deseado y, a veces, un aborto.  

Considero una aberración el haber introducido una norma como la propuesta, 
pues acá estamos hablando de una situación lamentable ya ocurrida: hubo una 
relación sexual no protegida y una adolescente está asumiendo una acción 
responsable para intentar impedir el surgimiento de problemas como los 
explicitados. ¿Y cuál es esa acción? Solicitar un anticonceptivo de emergencia 
no abortivo, precisamente para evitar un aborto.  

Tengan claro los Senadores que apoyan la disposición en debate que con ella 
únicamente dificultarán que el mecanismo diseñado opere en los grupos de 
mayor riesgo, donde muchas veces se registran relaciones sexuales entre 
parientes cercanos que carecen de convicción profunda sobre esta materia.  
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Yo les aseguro que, si las adolescentes saben que sus padres serán 
informados, no solicitarán la "píldora del día después". En consecuencia, se 
correrá el riesgo de que un instrumento eficaz sea dejado de lado justamente 
por aquel tipo de presión. Porque es dable inferir que, en tales condiciones, las 
menores se abstendrán de llevar a cabo la acción responsable de materializar 
la anticoncepción de emergencia.  

Entonces, se desatenderá al grupo de mayor riesgo, que es el que requiere 
más protección. Y también se estarán violando tratados internacionales 
vinculados al derecho de los adolescentes a la confidencialidad, que, aunque 
acá no guste, existe.  

El inciso que se propone agregar no ayuda en nada al objetivo de la 
anticoncepción de emergencia. Lo único que hace es entrabar; que 
adolescentes que pueden evitar un embarazo no deseado o un aborto no 
logren su propósito.  

Conocemos casos de niñas que ocultan un embarazo a sus padres, quienes un 
día se encuentran con que la menor tuvo un hijo en la casa -a veces en el 
baño- sin que se dieran cuenta.  

Aquí existe una situación que algunos, al parecer, no quieren asumir: nosotros 
no hacemos educación sexual; abandonamos a los adolescentes en la 
búsqueda de valores y de información sobre la materia.  

¡Eso es lo que debemos corregir!  

Pero, señor Presidente, no podemos impedir o dificultar el uso de la "píldora 
del día después". Hacerlo constituiría un error.  

En todos los países europeos la situación está tan clara que el fármaco en 
cuestión se distribuye en los colegios.  

En Chile, a mayor abundamiento, las niñas deberán hacer cola en el 
consultorio y exponerse a toda su comunidad.  

Si un día una menor con jumper acude a un consultorio a las l0 o a las 11 de la 
mañana, es evidente que lo hace por una situación que desea ocultar.  

Por eso en otras naciones se han implementado políticas muy sustantivas 
sobre la materia.  

Entonces, ¿qué va a ocurrir? De nuevo tendremos una situación lamentable. 
Porque en las comunas de bajos ingresos hasta el 25 por ciento de las 
menores de 18 años están embarazadas. Pero en las de ingresos altos las 
adolescentes embarazadas, que llegan al 1 por ciento, acceden a la "píldora del 
día después" con confidencialidad, porque no son objeto de exigencias: acuden 
a una farmacia y la consiguen. Y la conducta sexual en los dos estratos es 
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exactamente la misma. Empero, un grupo tendrá derecho a la confidencialidad, 
y el otro, no.  

Yo sugiero, señor Presidente, que la entrega de información tenga carácter 
voluntario. Si se pone como condición, únicamente se logrará -hay que conocer 
a nuestras adolescentes- que las niñas no vayan a los consultorios.  

Ahora, distinto sería -y ojalá fuera así- si los adolescentes dialogaran con sus 
padres en cuanto a relaciones sexuales, a su vida sexual. Pero no más de 13 
por ciento de los hombres ni más de 20 a 25 de las mujeres saben que sus 
hijos tienen relaciones sexuales. Y eso no lo cambiaremos con la ley en 
proyecto.  

Por lo tanto, yo planteo lo siguiente: eduquemos a los padres, eduquemos a 
los jóvenes, pero no alteremos el único instrumento que servirá de resguardo 
en caso de que una adolescente tenga una relación sexual no protegida.  

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.  

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, parto señalando que estoy 
completamente de acuerdo en que se distribuya la "píldora del día después" y 
en que ella no es abortiva. Y por eso voté a favor de la idea de legislar.  

El proyecto que nos ocupa pasó a la Comisión de Constitución, Legislación y 
Justicia porque se consideró que debíamos evitar caer en una 
inconstitucionalidad y, por consiguiente, no contar con un instrumento legal 
que permitiera la distribución del mencionado fármaco de emergencia.  

Tras analizar el articulado desde el punto de vista constitucional y luego de 
escuchar a los especialistas en la materia, concluimos en dicho órgano que 
debíamos superar dos reparos que podría haber en aquel ámbito.  

El primero dice relación a la norma de la Carta Fundamental que dispone que 
educar a los hijos es deber de los padres, y subsidiariamente, de otras 
instituciones.  

En tal virtud, la Comisión de Constitución estableció en la norma pertinente -
debo reiterar que fue aprobada por unanimidad; y estuvo presente también el 
Ministro de Salud- que se entregará el medicamento anticonceptivo de 
emergencia -podemos corregirlo; porque siempre se pensó que ello se haría en 
forma previa- y que con posterioridad se deberá informar al padre, a la madre 
o al adulto responsable que la menor señale. Y esto último porque, 
lamentablemente, en muchas ocasiones -más de las que quisiéramos- tiene la 
relación sexual con la niña su propio padre o el conviviente de su madre, 
ninguno de los cuales, por cierto, es la persona más idónea para recibir la 
información del caso.  
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Con la comunicación a uno de los padres de la adolescente o al adulto que ella 
indique -estamos hablamos de niñas de 14 años o menos- salvamos cualquier 
situación que pudiese derivar en inconstitucionalidad de la norma -según nos 
expresaron los constitucionalistas que asistieron a la Comisión- por la 
vulneración del derecho y el deber preferente de los padres de educar a sus 
hijos.  

En segundo lugar, señor Presidente, no hemos hecho una diferencia entre 
quienes puedan comprar o no la "píldora del día después", conforme se 
atiendan en el sector privado o en el público.  

Quiero que mis colegas pongan su atención en el inciso segundo que se 
plantea agregar, pues expresa: "sea del sistema público o privado de salud". 
Es decir, no discriminamos al respecto. Me parecería odioso que a las niñas 
atendidas en el sector público se les impusiera una exigencia en materia de 
información, y a las del sector privado, no. La norma se aplica en ambos casos.  

Y voy a dar una tercera razón, señor Presidente.  

Una menor de 14 años -invito a que cada uno de nosotros piense en una hija 
de esa edad- necesita al menos, después de requerir la entrega de la píldora -
estoy de acuerdo en que ello suceda de inmediato-, una orientación que vaya 
más allá de la muy valiosa que le proporcionan los servicios de salud.  

La niña de 12 ó 13 años embarazada -he visto casos en el hospital Luis Tisné y 
en otros establecimientos- necesitan, además de la orientación que recibe en 
el servicio de salud, la ayuda y la compañía del padre, de la madre o del adulto 
responsable que ella misma señale.  

Consultada la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia sobre cómo 
superar eventuales reparos de constitucionalidad, llegamos a la conclusión 
unánime de que debía agregarse al artículo 2° el inciso segundo que ahora 
debate la Sala, precisamente para tener una ley que permitiera entregar la 
"píldora del día después".  

El inciso en comento, entonces, no constituye ningún retroceso. Al revés, evita 
que, ante un eventual requerimiento, el Tribunal Constitucional acoja el reparo 
formulado y, consecuencialmente, no tengamos ley sobre la materia.  

En definitiva, queremos que se entregue la "píldora" -insisto- y que, en el 
sistema público o en el privado -no hay discriminación-, se informe al padre, a 
la madre o al adulto responsable que la niña considere pertinente.  

Me parece importante reiterar, señor Presidente, que la Comisión de 
Constitución aprobó por consenso el inciso en debate.  

He dicho.  
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El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Ministro señor Viera-Gallo.  

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor 
Presidente, partimos de la base de lo que dice el artículo 3º: "Toda persona 
tiene derecho a la confidencialidad y privacidad sobre sus opciones y conductas 
sexuales, así como sobre los métodos y terapias que elija para la regulación o 
planificación de su vida sexual.".  

Ese es el principio básico.  

Lo que sucede es que, cuando la persona -en este caso la mujer- es mayor de 
14 años, la ley considera que tiene plena libertad de discernimiento para 
ejercer su actividad sexual.  

Pero aquí estamos ante una situación anómala, pues la ley establece que, 
tratándose de alguien menor de 14 años, la autonomía para ejercer su libertad 
sexual está debilitada o no existe. Por consiguiente, incluso -como lo acaba de 
plantear el Senador Espina- en algunos casos podría suponerse que hay delito.  

El señor ESPINA.- Simplemente, es así.  

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Yo no 
quiero hacer una afirmación tan categórica. Pero, indudablemente, la 
autonomía para ejercer la libertad sexual existe desde los 14 años hacia arriba.  

Entonces, la norma en debate plantea algo bastante mínimo: que, con 
posterioridad a la entrega de la píldora -para aclarar del todo lo que aquí se ha 
indicado-, se informe el hecho al padre, a la madre o al adulto que la menor 
indique.  

Si la niña ha sido violada por su padre, por su padrastro o por el conviviente de 
su madre, podrá decir: "Prefiero que le informen a otra persona". Porque no es 
obligatorio que se comunique el hecho a sus padres, sino a quien ella indique.  

Si no se puede ubicar al padre ni a la madre y la menor no menciona a nadie, 
simplemente no se informa.  

Ahora, en esta iniciativa la obligación del médico de informar no tiene sanción. 
Se trata de un deber moral, que ese profesional habrá de ponderar 
prudencialmente. O sea, si dice "Tengo sospechas serias de que existe delito" -
por ejemplo, incesto-, él determinará en ese momento si le avisa al fiscal.  

La ley no puede ser perfecta; es una orientación. Y, ante situaciones a veces 
muy graves, el médico deberá decidir en conciencia cuál es la conducta más 
adecuada.  

En ningún caso, señor Presidente, el precepto en debate señala que se 
interrumpe la entrega del medicamento en cuestión.  
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Gracias.  

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-
Esquide.  

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, les solicito a los señores 
Senadores entender cuál es en el fondo el bien que buscamos proteger con la 
ley en proyecto: precaver al máximo el número de abortos originados en 
relaciones no deseadas, inadecuadas, mal protegidas o como se quiera decir.  

En esa línea va esta iniciativa.  

Aquí -lo señalo con toda franqueza- no podemos estar discutiendo acerca de 
qué va a decir el Tribunal Constitucional. Es una precaución razonable evitar 
que emane de ese órgano un pronunciamiento contrario al objetivo que se 
persigue.  

Sin embargo, tengo la absoluta seguridad -la historia está ahí; y estos factores 
se han visto en el último tiempo- de que, con esta iniciativa o con cualesquiera 
otras, el reclamo ante el referido Tribunal se va a registrar, porque hay 
personas que no quieren que se distribuya la "píldora del día después".  

Por lo tanto, estamos tomando precauciones para evitar un pronunciamiento 
del Tribunal Constitucional, al que, en todo caso, igual se va a recurrir, pues 
algunos no desean que funcione el mecanismo diseñado.  

Ahora, en el inciso primero del artículo 3° estamos protegiendo la 
confidencialidad. Eso es lo central. Lo dijo claramente el Ejecutivo.  

Entonces, ¿por qué poner en seguida un inciso que elimina la confidencialidad?  

En este punto preciso, respecto del cual pedí votación separada, hay dos 
elementos que deseo explicitar en la forma más breve posible.  

Primero, el mecanismo estructurado funciona sobre la base de que las niñas no 
quieren que la información del hecho llegue a su padre, a su madre o a otra 
persona, por cuanto existe el peligro real -ello ocurre muy a menudo, según se 
nos expresó- de que la reciba precisamente quien las ha violado.  

Entonces, estamos reconociendo que existe una incoherencia entre ambos 
incisos del artículo 3º propuesto a la Sala.  

Segundo elemento: aquí no estamos discutiendo -seamos claros- si el 
anticonceptivo de emergencia se da antes de la información o después de ella.  

No olvidemos, Honorables colegas, que la modificación que se nos sugiere no 
provino de la Comisión de Salud sino de la de Constitución.  
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En el ánimo de resolver el problema, el Ministerio de Salud acordó el texto en 
comento con algunos miembros de la Comisión de Constitución. Los 
integrantes de la de Salud, quienes defendíamos el sentido original de la 
iniciativa -el de la confidencialidad-, nunca aceptamos la transacción. Y por eso 
pedí votación separada.  

Finalmente -lo digo con toda franqueza-, una niña muerta de miedo por lo que 
ha sucedido, si sabe que se lo van a comunicar a su padre o su madre, ¡jamás 
va a aceptar volver por segunda vez!  

Y si para que vuelva se argumenta que tiene que constituirse un mecanismo 
que permita asistirla, ¡para eso está el sistema que estamos creando! No se 
trata -perdonen la expresión- de que la posibilidad de que aquello que 
queremos precaver, en términos de que no siga repitiéndose la experiencia de 
una determinada muchacha, se entregue precisamente a quienes muchas 
veces son los que la violan.  

Una última consideración -me quedan treinta segundos, señor Presidente- se 
refiere al hecho de escudarse en la obligación de cuidado que recae en padres 
y madres. ¡Pero de qué cuidados se habla, si esta es una de las primeras 
expresiones del fracaso absoluto de un mecanismo de familia que en Chile no 
funciona! ¡Y lo hemos dicho hasta la saciedad! Ni en el Gobierno actual ni en el 
anterior se ha materializado la protección de la familia, y no podemos exigirles 
a los padres lo que no pueden dar. No es posible hacer de la situación que nos 
ocupa una sanción para gente que muchas veces ya está sufriendo las 
consecuencias de una violación.  

Por eso, voy a votar en contra de la parte final del artículo 2º, porque, en mi 
opinión, perjudica al proyecto en debate.  

Gracias.  

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ominami.  

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, me parece que la redacción es típica de 
un cierto modo de legislar: se avanza una idea en general -en este caso, poner 
a disposición de las jóvenes de los sectores más modestos la píldora para 
evitar embarazos indeseados-, pero, posteriormente, se van estableciendo 
cortapisas al principio.  

Pienso que el texto se halla claramente a contrapelo respecto de lo que se 
busca con la iniciativa. Para muchas de las afectadas, la norma va a operar 
como un fuerte disuasivo, con lo cual se va a limitar, quizás muy seriamente, 
el objetivo del articulado, que es precisamente el de facilitar la entrega de un 
anticonceptivo de emergencia para evitar embarazos indeseados. Frente a la 
sola obligación de avisar a los padres o a un pariente cercano, numerosas 
muchachas simplemente van a optar por no recurrir a la solución en estudio. 
Ese va a ser el resultado.  
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Creo, además, que el precepto vulnera, como aquí se ha indicado, tanto el 
derecho a la autonomía de los adolescentes, consagrado en la Declaración de 
Ottawa y la Convención Internacional de los Derechos del Niño, como el 
principio general del derecho a la confidencialidad en la relación entre el 
médico y el paciente.  

Además, existe un aspecto práctico, señor Presidente. La píldora opera dentro 
de las 72 horas de registrarse una relación sexual no protegida. Y es sobre 
todo eficaz en consideración a las primeras 24 horas. Por lo tanto, someter a 
una niña al conflicto de tener que solicitarla, pero con la amenaza de que la 
decisión será informada a sus padres o a parientes cercanos, conspira también 
en contra de la rapidez con que el procedimiento debe llevarse a cabo.  

Se ha hecho mucha referencia durante el debate a los delitos sexuales en el 
interior del grupo familiar. Y ello es muy importante, porque es conocido que 
en Chile son de amplia ocurrencia, pero difíciles de presumir objetivamente. 
Me parece que pedir autorización para la entrega del medicamento a quien 
incluso puede ser el responsable del embarazo tiene algo de perverso.  

En el caso particular de que se trata, más que informar a los familiares, lo que 
corresponde, junto con hacerlo, es formular la denuncia a la justicia. De eso es 
lo que estamos hablando, porque nos hallamos claramente frente a un delito.  

En cuanto a otros aspectos, se decía que no existe ninguna discriminación 
entre una joven pobre y una perteneciente a un medio de mayores recursos. 
Eso no es efectivo. En el segundo caso, basta con que se solicite la píldora con 
la receta correspondiente, extendida por un facultativo, para que ella se ponga 
a disposición de la muchacha sin ningún tipo de obligación de informar a sus 
padres. Por lo tanto, también se mantiene una discriminación social arbitraria 
que ha sido una de las motivaciones para sacar adelante la ley en proyecto.  

En ese sentido, junto con el Honorable señor Girardi y otros Senadores 
introdujimos una indicación que espero que se pueda mantener y que tiene 
que ver con la educación sexual y aspectos de la consejería.  

De eso se trata: de que se disponga de información. Esa es la buena forma de 
prevenir este tipo de situaciones y de enfrentarlas de manera más global e 
integral, pero no a través de una norma que puede significar un fuerte 
disuasivo para el uso de un método contraceptivo que es fundamental para 
evitar o disminuir, al menos, el drama de los embarazos no deseados.  

Por eso, votaré en contra.  

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro de Salud.  

El señor ERAZO (Ministro de Salud).- Señor Presidente, quiero hacer un par de 
alcances a lo que ya se ha discutido.  
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En primer lugar, la anticoncepción de emergencia, desde el punto de vista de 
una recomendación, lo es efectivamente en especial en los menores de edad. 
Si no lográramos establecer el vínculo -y eso forma parte de nuestras políticas 
en gestión de riesgo sanitario- con una menor de 14 años y la condenáramos, 
entre comillas, a volver a usar un progestágeno que vulnerará su desarrollo 
óseo, en particular, y llegáramos al hipotético caso de que se habituase a usar 
ese tipo de anticonceptivo por no contar ni con una recomendación médica, ni 
con el seguimiento necesario, ni con una gestión de riesgo, sería el peor de 
nuestros fracasos, en términos de una política de salud.  

La anticoncepción de emergencia, sobre todo en los menores de 14 años, es 
excepcional. Y ello tiene que quedar absolutamente determinado. Con mayor 
razón, desde el punto de vista médico, debemos cuidar el vínculo facultativo-
paciente-matrona con la adolescente.  

También es muy importante consignar que se salvaguarda la confidencialidad y 
que se le proporciona a la menor de edad de 14, de 12, de 10 años la opción, 
de dar el nombre de una persona que considere responsable. Y si no es así, es 
el equipo de salud el que efectúa el seguimiento, en la relación significativa 
que ha de existir -y que tiene que quedar determinada en la norma- entre la 
menor y el profesional de la salud a cargo.  

De lo que se trata es de establecer un vínculo de esa índole con la persona 
afectada y, en particular, de no dejar abierta la posibilidad de que no acceda a 
métodos anticonceptivos de continuidad, sin hallarse en una situación en que 
se plantea un anticonceptivo de emergencia, que es excepcional. De no actuar 
profesionalmente, lo que vamos a hacer es fomentar un uso que puede 
provocar problemas de desarrollo, fundamentalmente óseos. Por lo tanto, es 
preciso contemplar también el acompañamiento debido con los equipos de 
salud.  

Lo otro -ya se ha dicho aquí- es que, desde el punto de vista del Código 
Procesal Penal, se contempla una obligatoriedad respecto del médico y de la 
matrona. Y mediante la iniciativa se determina un principio de confidencialidad 
precisamente para establecer la relación a que he hecho referencia entre la 
menor de edad y el profesional a fin de llevar a cabo el acompañamiento 
posterior, que hasta el día de hoy no existe ni se halla dispuesto por ley.  

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chadwick.  

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, al escuchar el debate, he apreciado 
que todos los que pueden ser contrarios a lo propuesto han empleado un 
concepto en el que, a mi juicio, se encuentra justamente la distinción: se han 
referido al derecho de un adolescente.  

En el caso que nos ocupa tenemos que hacer la diferencia entre un adolescente 
y un niño. Y ello, para los efectos de la responsabilidad y la madurez sexual, ya 
lo precisó el Senado cuando dispuso que estas últimas se inician a los 14 años. 
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Entonces, desde esa edad en adelante estamos frente a una persona 
plenamente responsable, libre y autónoma en el ejercicio de su sexualidad; 
pero, si es menor, nos encontramos en presencia de un niño.  

Mi Honorable colega Alvear ya explicó muy bien lo anterior desde el punto de 
vista constitucional.  

Pero quiero agregar también lo expresado por el Ministro señor Viera-Gallo en 
su intervención. Tan efectiva es la observación expuesta sobre el particular, 
que si un menor de edad mantiene relaciones sexuales consentidas puede 
darse un hecho constitutivo de delito, porque se presume que, en su condición, 
se ejerce una fuerza que resulta superior a su madurez, para el efecto de 
resistirla o no.  

Y nosotros hemos legislado sobre tal diferencia.  

Entonces, todo lo que se habla acerca de los derechos de un adolescente es 
preciso considerarlo desde la perspectiva de la situación de un niño. Y, sobre 
esa base, no existe ninguna incoherencia, como lo sostenía el Senador señor 
Ruiz-Esquide, en establecer como regla general la confidencialidad, porque la 
excepción a ella son precisamente los casos en que puede involucrarse a un 
niño. Es lo que ocurre, en numerosas ocasiones, cuando un padre o una madre 
deben recibir información que le atañe al hijo hasta en las materias más 
complejas, respecto de las cuales la confidencialidad siempre se debe respetar, 
como las enfermedades. Resulta evidente que la ética médica exige, si un 
menor de edad padece de bulimia, por ejemplo, que ello se dé a conocer a los 
padres. ¿Por qué? Para proceder con miras a protegerlo y beneficiarlo. Y, como 
se trata de una situación de niñez y no de responsabilidad plena, no existe 
ninguna incoherencia en la cuestión que nos ocupa.  

Ahora, no cabe la menor duda de que toda redacción puede ser mejorada. En 
el caso en examen, lo curioso es que el texto sigue la relación de tiempo, y, 
por eso, quizás, nos llama la atención. Porque se ha elaborado precisamente 
en consideración a la oportunidad en que se van tomando las decisiones: 
primero se entrega el medicamento y después el médico queda con la 
responsabilidad de informar. ¿A quién? En primer lugar, al padre o a la madre. 
Si ello no es posible, al adulto mayor que señale la menor. Y si esa persona no 
es indicada o no existe -cabe recordar el viejo adagio jurídico de que "a lo 
imposible nadie está obligado"-, se dejará constancia de que el padre o la 
madre no fueron habidos o de que no se mencionó a ningún adulto que 
pudiera hacerse cargo. Es decir, no se incurre en responsabilidad alguna, por 
cuanto, obviamente, se está frente a una situación de imposibilidad.  

Por último, mantengo una pequeña discrepancia con el Ministro señor Viera-
Gallo en cuanto a las responsabilidades. La primera de ellas, para el 
facultativo, es de carácter ético, la cual, evidentemente, puede ser perseguida. 
Y, dentro del sistema público, puede registrarse una falta administrativa, por 
no darse cumplimiento a una responsabilidad establecida en la ley. En 
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consecuencia, existe también la manera de poder hacer efectivo ese aspecto. 
Pero la norma, a diferencia de lo que afirman quienes son contrarios a ella, no 
se encuentra en la perspectiva de garantizarle un derecho a un adolescente, 
sino de asegurarle protección a un menor. Esa es la situación que se ha 
legislado y que en el Senado ya habíamos establecido.  

He dicho.  

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.  

El señor ESPINA.- Señor Presidente, quisiera recoger lo dicho por el señor 
Ministro, que creo que corresponde claramente a la verdad. Estamos frente a 
un anticonceptivo de excepción, cuyo uso permanente es dañino para la salud. 
Y por eso es objeto de una regulación distinta a la de todo el resto de tales 
productos.  

En mi opinión, ese es el punto central por el cual tenemos que comenzar. No 
estamos haciendo referencia, por lo tanto, a un anticonceptivo de utilización 
diaria, permanente, porque, si así fuera, el presente debate, en gran parte, no 
se habría llevado a cabo. Constituye un recurso, entonces, con el cual es 
preciso tener cuidado.  

¿Por qué digo lo anterior? Porque, cuando se trata de un menor de 14 años, se 
plantean dos derechos en equilibrio: uno es aquel del cual es titular, que 
resulta legítimo, y otro, el de los padres a educar a sus hijos. Y parece que ello 
aquí se minimiza, que no se considera. Frente a ese caso, lo menos que puede 
establecerse en la legislación, si un anticonceptivo de uso diario o periódico 
termina dañando la salud, es que los padres o el adulto mayor que se señale 
tienen todo el derecho del mundo a enterarse de lo que le está ocurriendo a 
una menor.  

Además, quiero resaltar que todos los señores Senadores que con tanta pasión 
han rechazado la norma en análisis aprobaron hace varios años un precepto 
que dispone lo siguiente: "El que accediere carnalmente, por vía vaginal, anal 
o bucal, a una persona menor de catorce años, será castigado con presidio 
mayor en cualquiera de sus grados, aunque no concurra circunstancia alguna 
de las enumeradas en el artículo anterior". Ello se denomina "violación 
impropia". Esta Corporación, unánimemente, con los mismos Honorables 
colegas aquí presentes, en un debate apasionado relativo a la pederastia, elevó 
de 12 años a 14 la edad que se contemplaba.  

Por lo tanto, cuando una menor de 14 años tiene relaciones sexuales, siempre 
se configura un delito, con una excepción, contemplada en la Ley de 
Responsabilidad Penal Juvenil: si lo hace con otro menor de 14 años, este 
queda exento de responsabilidad penal.  

En nuestro país existen la violación propia y la violación impropia. La primera 
es aquella en que se emplea la fuerza, en general. La segunda es la que se 
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configura cuando se tienen relaciones sexuales, aun cuando sean consentidas, 
con una persona menor de 14 años.  

Entonces, cuando la afectada llegue a un consultorio o una farmacia -Sus 
Señorías incurren al respecto en otro error, pues se regulan ambas situaciones 
por igual y no se efectúa distinción alguna, de manera que la discriminación 
que se menciona no existe-, lo que debe hacer el farmacéutico, en su caso, es 
avisar al fiscal, por estar en presencia de un hecho que reviste caracteres de 
delito. Respecto de ello se legisló por todos los señores Senadores presentes -
repito-, con una pasión que ese día emocionaba, según recuerdo.  

Porque quien habla consideraba, entre paréntesis, que debían mantenerse los 
12 años que señalaba la ley, tanto, que fue preciso establecer una norma de 
excepción para la relación sexual consentida que se mantuviera con menores 
de 14 años.  

Solo quiero destacar, señor Presidente, que parece ser una norma básica, si la 
píldora anticonceptiva de excepción es entregada a una menor de 14 años, la 
de comunicarles el hecho a sus padres o a un mayor de edad que a ella le 
merezca confianza.  

Reparen Sus Señorías en que hoy se le debe avisar al fiscal. ¡Al fiscal! Y lo que 
estamos diciendo en el precepto en debate es que, con posterioridad, se 
informará de la situación al padre o a la madre o a un adulto mayor.  

¿Y por qué este último? Porque una persona de 19 años puede revestir esa 
calidad. ¡Pero alguien tiene que saber lo que está ocurriendo con la menor!  

¡Si los derechos y las libertades de los niños están muy bien! Mas tenemos una 
concepción distinta: creo que a ellos es necesario educarlos. Y cuando a una 
menor de 14 años le ocurre una situación de la naturaleza de la que nos 
ocupa, que el propio Congreso ha consagrado como un delito penal, lo menos 
que este puede hacer es decir: "Avísenle a un adulto lo que está pasando con 
esta niñita". Porque, por lo menos para el Senador que habla, el rol de los 
padres en la educación de sus hijos es muy importante, lo que cabe tener 
presente en relación con los derechos de los niños. Y lo es tanto, que 
representan los derechos de estos en la mayoría de los casos.  

Entonces, nuestras concepciones son distintas, efectivamente. Por mi parte, 
quiero que los niños sean educados por sus padres y que estos sean 
informados de lo que les está ocurriendo, sobre todo si media la clarificación 
planteada por el Senador señor Allamand en cuanto a que ello se hará con 
posterioridad. Me parece bien, si se quiere precisar, que se introduzca tal 
expresión, pues ello no altera en nada lo que hemos realizado. Pero seamos 
coherentes en lo que legislamos, señor Presidente. Tratándose de una menor 
de 14 años que recibe el medicamento de que se trata, sus padres o el adulto 
que ella designe deben ser informados del hecho, por todo lo que implica el 
uso del anticonceptivo y, eventualmente, por el delito que puede haberse 
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configurado. Y eso me parece preferible a lo existente hoy día, en que el aviso 
se debe dar al fiscal.  

Gracias.  

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Núñez.  

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, si hay que modificar normas, para eso 
estamos. Lógicamente, deben enmendarse las que no se correspondan con la 
realidad.  

Me parece absolutamente impropio que se prive a los menores de 14 años del 
derecho a la confidencialidad y a la privacidad, considerando que el artículo 3º 
del proyecto señala que toda persona tiene derecho a ello.  

¿Acaso tales menores no son personas? ¿Se les está violentando el derecho a 
ser personas? ¿Existe alguna norma especial en nuestra Constitución que diga 
que ellos no son seres humanos?  

Estamos legislando de una manera particularmente peligrosa. De acuerdo con 
la norma en comento, el artículo 3º debiera decir: "Toda persona mayor de 14 
años". Pero no establece eso. Señala: "Toda persona tiene derecho a la 
confidencialidad y a la privacidad". En consecuencia, los menores también 
pueden gozar de esos derechos, que son universales.  

Y me parece lamentable que nosotros los estemos violando.  

Además, en el inciso en debate, le entregamos a un funcionario o facultativo -
imagino que se trata de un médico- una atribución que no le es propia: llamar 
a los padres o a un adulto responsable, como indica la disposición, para 
decirles: "Miren, su niña se halla en tal situación".  

Lo lógico sería que profesionales de esa naturaleza (los doctores) asumieran en 
forma inmediata una política tendiente a que esa niña, esa adolescente o 
preadolescente conozca exactamente los riesgos de tener relaciones sexuales 
antes de los 14 años. En otras palabras, debiera generarse una actitud 
educativa. Sin embargo, aquí le estamos señalando a dicho funcionario o 
facultativo lo siguiente: "Acuse a la niña con sus padres, quienes seguramente 
no la educaron. Acúsela. Dígales que su hija está cometiendo un error".  

Con la disposición propuesta, el médico no estará ejerciendo la labor de 
educación que debiera cumplir. Porque no solo tiene que procurar las 
condiciones para realizar una buena terapia. Lo razonable sería que le 
recomendara a la adolescente dirigirse a algún centro de orientación; 
conversar con su profesor o profesora o hacer un curso de educación sexual.  
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Pero no le entreguemos a ese profesional una facultad prácticamente de 
policía, al decirle: "Acuse a esa niña que ha recurrido a usted para que la 
`píldora del día después¿ le sea suministrada.".  

Me parece que las dos ideas referidas son absolutamente lamentables.  

No cabe sostener que se mejorará la situación de esa niña. Por el contrario, 
aquí la estamos agravando.  

Es altamente probable que, en virtud de la disposición en análisis, la 
adolescente dé el nombre de un adulto que a lo mejor no existe o con quien no 
tiene contacto o que está muy lejos del lugar donde ella se encuentra.  

En consecuencia, vamos a fomentar una situación por completo falsa.  

Atendido ese hecho, estoy en contra de la norma.  

He dicho.  

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez.  

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, sin ánimo de repetir lo señalado por el 
Honorable señor Espina, quiero precisar que estamos en una discusión un poco 
extraña.  

El Código Penal establece que cuando existe acceso carnal a una persona 
menor de 14 años es violación.  

El artículo 172 del Código Procesal Penal -correspondiente al Párrafo Inicio del 
procedimiento- señala: "Formas de inicio. La investigación de un hecho que 
revistiere caracteres de delito podrá iniciarse de oficio por el ministerio público, 
por denuncia o por querella.".  

Y la letra d) del artículo 175 dispone: "Los jefes de establecimientos 
hospitalarios o de clínicas particulares y, en general, los profesionales en 
medicina, odontología, química, farmacia y de otras ramas relacionadas con la 
conservación o el restablecimiento de la salud, y los que ejercieren 
prestaciones auxiliares de ella, que notaren en una persona o en un cadáver 
señales de envenenamiento o de otro delito" están obligados a denunciar.  

Lo que se propone, señor Presidente, en cuanto a informar a los padres o a un 
adulto, no elimina la norma legal que acabo de mencionar. No se sustituye lo 
que ella consagra.  

Por lo tanto, en caso de que una menor de 14 años se acerque a cualquiera de 
los establecimientos pertinentes a pedir una píldora porque ha tenido 
relaciones sexuales, el facultativo está obligado a informar del asunto al 
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Ministerio Público. De este modo, la confidencialidad que tratamos de defender 
no va a existir, porque se va a iniciar un juicio criminal inmediatamente.  

Pareciera más razonable que, en vez de empezar dicho proceso a través del 
Ministerio Público, exista la posibilidad de comunicarle a la familia de esa 
menor que esta solicitó la píldora.  

Y -¡ojo!- cuando hablamos de una menor de 14 años, hay otro asunto que 
discutir. La ley que establece un sistema de responsabilidad penal de los 
adolescentes se aplica a mayores de esa edad. Pero aquí nos referimos a los 
menores de 14. Estamos haciendo, entonces, una excepción respecto de la 
edad para aplicar la norma.  

Por consiguiente, estamos discutiendo algo ilógico.  

O eliminamos la disposición propuesta -e igualmente se va a informar al 
Ministerio Público- o establecemos un criterio para que esa situación, que 
puede ser complicada tanto para la menor cuanto para la familia, no se inicie 
por una vía tan impersonal y compleja como la del Ministerio Público, sino por 
la de comunicar a la familia que la niña ha pedido la píldora, a fin de que 
aquella pueda intervenir en el proceso criminal que igual se originará. Porque a 
un funcionario no le será posible discernir si la menor tuvo relaciones sexuales 
con una persona mayor, al menos en dos años, lapso en el cual la ley 
establece una excepción.  

En consecuencia, señor Presidente, más que apasionarse con el debate, hay 
que buscar una fórmula práctica de solución.  

Me parece que no hay otra que permitir que la menor que concurre a esos 
lugares para pedir ayuda cuente con el apoyo de su familia. De lo contrario, 
esta terminará siendo citada o invitada por el Ministerio Público, y se enterará 
de la situación por esa vía y no por la propia adolescente, que sería una forma 
menos violenta que la que implica ir a un sistema judicial tan complejo.  

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor 
Gazmuri.  

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, la verdad es que mientras más avanza 
la discusión menos la entiendo, y comprendo menos los argumentos que se 
dan para justificar el agregado que se ha hecho.  

Efectivamente, tal como se dice, de haber una relación sexual entre una menor 
de 14 años con un joven mayor de esa edad se está cometiendo un delito. 
Entiendo que es así.  

Se podrá discutir si hicimos bien en cambiar la edad de discernimiento de 12 a 
14 años. Pero hoy día, según nuestro ordenamiento jurídico, aquello es un 
delito.  
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Al mismo tiempo, estamos todos de acuerdo en que ocurren relaciones 
sexuales de niñas menores de 14 años, ya sea con otros menores o con 
mayores de esa edad. Y sabemos que, producto de ello, algunas quedan 
embarazadas, y que la iniciativa constituye una prevención.  

Por lo tanto, consideramos razonable que adolescentes menores de 14 años 
que hayan tenido relaciones sexuales -no sabemos con quién- puedan acudir al 
consultorio o a la farmacia para solicitar la "píldora del día después" con el 
objeto de evitar el embarazo.  

Y ahí debería haber confidencialidad si queremos que opere la norma. Si al 
pedir ayuda la muchacha sabe que debe decir con quién consintió tener 
relaciones sexuales, o no va a ir o va a mentir. Porque si fue objeto de una 
violación con abuso, habría acudido a la justicia o a sus padres.  

Entonces, no se resuelve el asunto mezclando la cuestión judicial con la 
finalidad de querer evitar embarazos indeseados.  

La disposición que nos ocupa no soluciona nada.  

Otro argumento que se da es que lo propuesto apunta a la buena educación de 
las adolescentes. Pero ocurre que ellas no les pidieron permiso a sus padres o 
a los adultos con los que conviven para tener relaciones sexuales. Tampoco 
tuvieron confianza suficiente para hablar con ellos sobre la necesidad de 
intentar detener un embarazo.  

Nosotros no vamos a resolver por la vía de la ley un asunto central en la 
sociedad como es el problema entre hijos y padres, que debiera ser una 
relación razonable, amistosa y franca.  

Pienso que estamos armando un lío que no tiene solución.  

El padre, al ser informado de lo sucedido con su hija, en vez de educarla 
acudirá al fiscal y denunciará al autor del delito. Eso es lo que va a hacer la 
mayoría y lo que va a ocurrir en la práctica.  

Por tanto, el argumento de que la norma en cuestión ayuda a la educación de 
las niñas me parece que no resiste el análisis de cómo funcionan las cosas en 
la sociedad.  

En razón de lo anterior, estoy de acuerdo con votar separadamente y eliminar 
la frase final del inciso segundo del artículo 2º, pues no resuelve ningún 
problema -¡ninguno!- y al final puede generar tantas dificultades que la 
normativa se vuelva del todo inútil. En tal caso, sería mejor decir: "Es 
preferible que la píldora se entregue solo a las mayores de 14 años y condenar 
a las menores de esa edad a tener los embarazos que no quieren". Sin 
embargo, ello me parecería francamente atentatorio contra los derechos de 
esas muchachas.  
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Señor Presidente, me ha pedido una interrupción el Senador señor Girardi.  

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.  

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, solo deseo reiterar que no es posible 
hacer la educación cuando esta ya fracasó. Cuando una niña tiene una relación 
sexual no protegida, significa que la educación falló o no existió.  

Quiero recordar que los mismos sectores conservadores de ahora se opusieron 
en su minuto a la educación sexual en los colegios, cosa que este proyecto 
repara a través de una indicación que presentamos con los Senadores señores 
Ruiz-Esquide y Ominami.  

Ahora va a haber consejería en ese momento. Ello es importante.  

Resalto, además, que esto no es una enfermedad. El que la niña acceda a la 
"píldora del día después" evita una enfermedad.  

Enseguida, quiero poner a los señores Senadores ante la siguiente situación, 
que me parece todavía mucho más grave: ¿Piensan Sus Señorías que una niña 
de 13 años -desde el punto de vista biológico, ya puede tener relaciones 
sexuales y engendrar hijos- que incurre en una relación no protegida y desea 
la píldora va a ir a buscarla si sabe que, para ello, debe denunciar al pololo, 
quien será investigado por un fiscal y podría terminar preso?  

A mi juicio, esa es una aberración absoluta. Por esa vía, lo único que se va a 
conseguir es que se violen los derechos de los niños. ¡Eso es lo que está 
haciendo el Congreso! Los menores son personas, seres humanos y tienen 
también derecho a la confidencialidad. Si se aprueba la norma, ninguna menor 
de 14 años va a concurrir a solicitar la píldora porque, de hacerlo, se 
involucrará en un proceso judicial.  

Aquí es preciso cambiar profundamente lo que está ocurriendo.  

Insisto: lo único que hace esta disposición es atentar contra la posibilidad de 
que las niñas adolescentes, que no queremos que tengan embarazos -ellas son 
quienes más sufren, quienes enfrentan más problemas a futuro por esta 
causa-, accedan a la "píldora del día después".  

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.  

El señor SABAG.- Señor Presidente, me parece que el inciso segundo del 
artículo 2º está adecuadamente redactado e interpreta lo que ha señalado la 
mayoría de los Senadores que han intervenido.  

Dice: "Sin embargo, en aquellos casos en que el método anticonceptivo de 
emergencia sea solicitado por una persona menor de 14 años, el funcionario o 
facultativo que corresponda, sea del sistema público o privado de salud, 
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procederá a la entrega de dicho medicamento, debiendo" -a lo mejor aquí falta 
la palabra "posteriormente"- "informar al padre o madre de la menor o al 
adulto responsable que la menor señale.".  

Sin perjuicio de que falta el adverbio mencionado, queda claro que se entrega 
la píldora y después se informa al padre, a la madre o al adulto que la niña 
señale.  

Sin embargo, de la lectura del resto de los artículos se advierte con nitidez que 
nos hallamos en presencia de un delito. Nosotros lo establecimos en su 
oportunidad, cuando aprobamos que la relación sexual con una menor de 14 
años, aunque sea con consentimiento, es violación.  

Como señaló el Senador señor Gómez, los médicos y los jefes de hospitales, de 
acuerdo con el artículo 175 del Código Procesal Penal, están obligados a 
denunciar el delito al Ministerio Público.  

Por si eso fuera poco, el propio artículo 5º del proyecto en debate lo reitera 
cuando señala: "Si al momento de solicitarse la prescripción médica de un 
método anticonceptivo de emergencia o de solicitarse su entrega en el sistema 
público o privado de salud, fuese posible presumir la existencia de un delito 
sexual en la persona del solicitante o para quien se solicita, el facultativo o 
funcionario que corresponda deberá poner los antecedentes a disposición del 
Ministerio Público".  

Se halla claramente estipulado. Estamos en presencia de un delito que 
nosotros mismos establecimos en su oportunidad.  

Por lo tanto, para reparar el daño y para que no haya posteriormente un 
aborto, se le proporciona a la menor el método anticonceptivo en cuestión; 
después el facultativo debe cumplir con lo que preceptúa la disposición en 
análisis, que es lo mínimo, y finalmente se da cuenta al Ministerio Público del 
delito.  

Estoy totalmente de acuerdo con la redacción del inciso.  

Señor Presidente, con su venia, le doy una interrupción a la Senadora señora 
Alvear.  

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.  

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, quiero dejar claro lo siguiente.  

El Código Penal establece que existe violación si hay una relación sexual con 
una niña menor de 14 años. Y el Código Procesal Penal indica que debe 
informarse de ello al Ministerio Público, el cual tiene la obligación de iniciar la 
investigación pertinente.  
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Les pido a todos, por favor, que me escuchen en este punto.  

La norma que estamos introduciendo pretende que el padre, la madre o un 
adulto responsable se enteren de lo sucedido, no por la visita de un fiscal y de 
la presentación de una denuncia, sino por el facultativo que atendió a la 
menor. Porque los padres -y la misma niña- de todas maneras serán 
informados de que se ha cometido un delito. Y este se va a investigar porque 
así lo establecen en forma obligatoria el Código Penal y el Código Procesal 
Penal.  

Por consiguiente, esa violación -entre comillas- a la confidencialidad se produce 
igual por una vía mucho más grave: por la comisión de un delito y la 
investigación del Ministerio Público. Lo que hace la modificación introducida por 
la Comisión de Constitución es paliar el impacto que de algún modo generan 
las normas de los Códigos mencionados, que disponen que el caso en comento 
es un delito que debe ser denunciado al Ministerio Público.  

Gracias.  

El señor NOVOA (Presidente).- Concluyó el tiempo del Senador señor Sabag.  

Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.  

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, como el debate ha tenido tantas aristas 
y ha sido tan variado y un poquito disperso, se pierde el objetivo de fondo que 
pudo haber tenido el autor de la indicación.  

En mi opinión, lo único que debe primar aquí es la protección de la vida de la 
adolescente y, por cierto, la del niño que está por nacer. Ese tendría que ser el 
objetivo principal de la discusión. A quienes se afanan en sostener que 
protegen la vida, que defienden la familia y son contrarios al aborto, les digo 
que lo que debemos hacer es facilitar que una vida se salve, evitar que haya 
aborto.  

En ese sentido, el debate se va a un terreno legislativo.  

Según lo planteado por los Senadores señora Alvear y señor Gómez no se 
deroga nada. Todo queda vigente. Efectivamente, habrá denuncia e 
investigación.  

Lo que estamos discutiendo es si habrá facilidad para acceder a la píldora o se 
pondrán todas las objeciones posibles. Porque un sector conservador de esta 
Sala -al igual que cuando tratamos el divorcio- quiere colocar las mayores 
restricciones para evitar su uso. Cuando ya han perdido el debate de fondo -si 
se permite o no el acceso al medicamento-, hacen todos los esfuerzos por 
impedir su utilización.  

A mi juicio, eso es lo que está en el fondo del debate.  
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Disuadir a las adolescentes menores de 14 años de solicitar la píldora es un 
atentado contra la ética, contra la vida. Porque, si una de ellas no acude a 
pedir ayuda por todas las consideraciones que aquí se han expuesto, porque 
de alguna manera supo de este debate del Senado y agarró miedo, va a 
quedar embarazada. Porque evidentemente estamos pensando no solo en el 
caso de violación, como ha dicho el Senador Espina, sino también en relaciones 
consentidas entre adolescentes, a los cuales les fue negada la educación 
sexual por la misma bancada que hoy día, fervorosamente, defiende la 
regulación en la entrega de la píldora a través de este método.  

Lo que ha fallado aquí -como ha dicho el Honorable colega señor Girardi- es la 
educación. Y hago un emplazamiento a los señores Senadores con la siguiente 
pregunta: ¿cuándo legislaremos para que haya verdadera formación en este 
ámbito en los colegios? Y no sigamos con el "cuento de la abejita" para 
explicar cómo se realiza una relación sexual.  

En ese aspecto, hay un fracaso en la legislación, no solo en cuanto a los 
padres. Porque debiéramos facilitar el proceso educativo. Me pregunto, y 
consulto sobre ello al señor Ministro de Salud y a su equipo de asesores, ¿se 
entregan condones, de manera gratuita, a menores de 14 años y sin avisarles 
a sus padres en los consultorios de Vitacura o de Cerro Navia, por ejemplo? 
¿Existe acceso a métodos preventivos? ¿Se regalan preservativos en los 
colegios para educar en tal materia? ¿Es posible prever las relaciones 
consentidas, antes de que se verifiquen? Porque en caso de delitos hay 
investigación y persecución del ilícito a través de un fiscal.  

A la luz del debate, siento que se quiere evitar y disuadir a los adolescentes 
que accedan a la píldora. Y eso es tremendamente nocivo. Se los trata con 
menoscabo -como se señaló- y se viola su derecho a la privacidad.  

Si el Senado es capaz de vulnerar tal derecho -que, además, está establecido 
en un conjunto de declaraciones médicas internacionales-, seguiremos 
condenando a las adolescentes a vivir en la angustia y a utilizar otros métodos. 
Porque lo que se pretende evitar es un embarazo no deseado, ya sea por un 
delito de violación o por relaciones consentidas.  

El señor GAZMURI.- ¿Me concede una interrupción, señor Senador?  

El señor NAVARRO.- Con la venia de la Mesa.  

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gazmuri.  

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, planteé un argumento y quiero 
reiterarlo. Entiendo la lógica, pero no el procedimiento, pues aquí se mezcla un 
asunto sanitario con la cuestión penal.  

Deduzco que el procedimiento consiste en que si una adolescente ha tenido 
una relación sexual acuda a un médico y le pida una receta para que le den la 
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"píldora del día después". Y creo que lo que debería preguntarle el facultativo 
es cuándo ocurrió la cópula para ver si, efectivamente, el fármaco surtirá 
efecto. Pero no tiene por qué investigar quién fue el autor. ¿Por qué convertirlo 
en fiscal? Es completamente absurdo. Si lo obligamos a requerir de una menor 
de 12 y medio 14 ó 15 años que informe con quién tuvo la relación sexual, lo 
transformaríamos en esa instancia.  

Entonces, estamos mezclando lo sanitario con la cuestión procesal-penal, que 
son dos cosas completamente distintas.  

A mi juicio, lo único que el médico debe verificar es si la píldora tendrá efecto o 
no. Y para eso no debe preguntar acerca del autor del posible embarazo, sino 
el día y la hora en que se realizó el acto que lo produce. Y punto. Si el 
facultativo cumple esa labor, la otra discusión acerca de si debe ir al fiscal o no 
se torna completamente innecesaria.  

A lo mejor nuestros colegas de la Comisión de Constitución, de tan expertos y 
sabios que son, no repararon este asunto que a mí, como simple lego, me 
parece elemental. Porque Sus Señorías presuponen que el médico ha de 
averiguar lo relativo a la relación sexual de la pareja. Y no considero factible 
ese dato en la labor que se exige al galeno: extender o no la receta. Su única 
tarea se relaciona con verificar que no lo están engañando y confirmar que la 
menor de 14 años tuvo una relación sexual y la fecha de esta, y punto, sin que 
deba dilucidar quién fue el autor del embarazo.  

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.  

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, como no me gusta esta disposición, 
voy a votar en contra de ella. Y quiero explicar por qué.  

La adolescencia es un período supercomplicado, donde los jóvenes están 
dejando de ser niños y empiezan a reafirmar su propia personalidad, sus 
creencias, su carácter. Y lo hacen separándose de aquello con lo que se 
identificaban. Por eso, se produce un rechazo absoluto hacia sus padres.  

Está descrito en todos los textos sobre la materia. Y aquel que no lo sepa y no 
haya sentido alguna vez la animadversión de su propio hijo a lo mejor se deba 
a que ese niño no ha vivido aún una etapa muy importante en su vida: el 
rechazo como una forma de afirmar su identidad. Después se produce 
nuevamente el reencuentro con sus progenitores. Eso viene más adelante. 
Pero en la adolescencia, lo único que los menores no quieren es que sus 
padres se metan en sus cosas.  

¿Qué sucederá si se obliga a que cuando se solicite el método anticonceptivo 
se avise a los padres o a un adulto responsable que la menor señale? Puede 
que consiga el nombre de la hermana de 18 años de alguna amiga, con lo cual 
no se gana nada. Y si no existe esa posibilidad, sencillamente las adolescentes 
no acudirán a recibir la píldora por miedo a que sus progenitores se 
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inmiscuyan, o por evitar la molestia, porque -repito- se hallan en esa etapa de 
su vida.  

Entonces, finalmente se producirá un embarazo no deseado o lisa y llanamente 
un aborto clandestino.  

Señor Presidente, cuando una menor mantiene una relación desconocida no 
aceptará de ninguna manera que sus padres se entrometan. ¡De ninguna 
manera! Y, por lo tanto, todo lo que se ha afirmado antes no sirve.  

Yo voté a favor de la "píldora del día después". Pero es un método que a mí me 
carga. Además, creo que el Gobierno ha hecho un uso indebido de tal sistema. 
Porque las consecuencias de una relación sexual no protegida no solo se 
vinculan con el embarazo, sino también con el sida y con las enfermedades 
venéreas.  

Por ello, hablar tanto de la píldora -se ha convertido en un asunto muy 
ideológico, por desgracia- está haciendo, probablemente, que aumenten las 
relaciones sexuales no cuidadas. Porque los niños piensan que, al final, está la 
"píldora del día después". Pero resulta que esta no sirve para el sida.  

De ahí que considero que el procedimiento sugerido -que no es anticonceptivo 
sino de emergencia- debiera usarse, por ejemplo, en caso de violaciones. No 
tengo problema en ello, pero no para evitar el embarazo.  

Señor Presidente, lo que debe hacerse es educar.  

Yo cambiaría la redacción por otra que diga más o menos que cuando se trate 
de una menor de 14 años esta tendrá acceso a educación por parte de una 
matrona, un consultor o una psicóloga, para que le hable sobre los peligros del 
sida, de las enfermedades venéreas y, también, de los afectos responsables.  

Sin embargo, durante la adolescencia, las personas menos indicadas para 
desempeñar esa función son los padres.  

Recuerdo que cuando yo tenía 14 años hablaba con amistades de mi mamá o 
con las madres de mis amigas. Porque, en esa etapa, uno no conversa con sus 
padres. Y no quiere dialogar con ellos, porque la adolescencia implica eso: 
separarse de los progenitores para reafirmar la propia personalidad.  

Señor Presidente, en otros países se entrega en matrimonio a las niñitas de 14 
años. Por eso, creo que es mala la norma de que a esa edad se produzca una 
violación impropia, porque la madurez sexual se produce mucho antes en las 
mujeres que en los hombres. Si estuviéramos ante una violación de verdad, los 
padres se van a enterar igual. Y si se tratara de una relación consentida, 
considero que la menor de esa edad necesita urgentemente algún tipo de 
consultoría.  
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Señor Presidente, como estimo que esto no tiene sentido alguno, voy a votar 
en contra.  

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ávila.  

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, es curioso lo que ocurre con la indicación. 
En el fondo, propicia el "aborto", pero de la confidencialidad en el uso de la 
anticoncepción de emergencia.  

Ninguna menor, obviamente, se va a exponer a que en ese momento tan 
crítico -en que demanda con ansiedad la solución para el problema tan 
dramático que está viviendo- se dé a conocer a sus padres aquello. 
Significaría, sencillamente, eliminar toda posibilidad de que la menor use la 
coyuntura que se le otorga, en el sentido de no incurrir con posterioridad en 
una solución muchísimo más grave para ella y su familia.  

De ahí, entonces, que, sin duda alguna, el propósito de los Senadores que han 
sugerido la indicación apunta en un sentido completamente distinto a aquel 
que inspira la norma a que alude.  

En razón de ello, por supuesto, mi voto es negativo.  

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Vásquez.  

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, a veces, como legisladores, nos 
equivocamos. Creo que ahora lo estamos haciendo absolutamente.  

Voy a colocar un caso de verdadera ocurrencia: supongamos que por una 
violación en que la niña no hace nada por temor al causante, queda 
embarazada y que, finalmente, se produce el parto y el médico la atiende. Pero 
nadie tiene obligación de informar.  

Entonces, pareciera ser que, frente a la misma conducta y a igual problema, 
tenemos soluciones jurídicas distintas.  

En mi concepto, en esto nos hemos equivocado rotundamente, señor 
Presidente. Con este último párrafo o sin él la legislación en su integridad no 
está cumpliendo con lo que se persigue.  

Creo que hay que buscar un mecanismo que tenga el mismo sentido y 
orientación de la normativa global con relación al embarazo de una 
adolescente.  

Mirando el problema desde el punto de vista de una relación sexual reciente, 
debida o indebida, la Senadora señora Matthei tiene toda la razón. Y por ello 
voy a votar en contra.  
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Pero, sinceramente, dado que la menor puede concurrir o no a solicitar la 
píldora de emergencia y tener dos soluciones jurídicas y judiciales 
absolutamente distintas, considero que lo planteado constituye un error de tal 
magnitud que propongo que la iniciativa vuelva a la Comisión, a fin de evitar 
que haya esa distorsión y desequiparidad de las normas frente a un mismo 
hecho.  

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Arancibia.  

El señor ARANCIBIA.- Señor Presidente, en verdad, este proyecto fue 
latamente estudiado en la Comisión, donde recibimos a cuanto técnico, grupo 
social o especialista en la materia que se pueda imaginar.  

Y lo planteado es más o menos producto del esfuerzo conjunto tanto de la 
Comisión de Salud como de la participación, en este caso muy activa, de la de 
Constitución.  

Aquí, en el debate, se plantea que no estamos preocupados de la educación. 
Pero si se lee el proyecto, se advertirá que el artículo 1° completo habla de 
ella. Dos páginas del boletín comparado se refieren al esfuerzo que el país 
tratará de llevar a cabo para que la gente esté mejor informada.  

Creo que eso es importante. Y lo hemos considerado en el proyecto que 
presentamos.  

Hay otro aspecto que me llama la atención -y lo encuentro razonable, porque 
fue discutido largamente en la Comisión-, es el relativo a cómo íbamos a evitar 
que una niñita menor de 14 años se cohibiera de ir a pedir el fármaco. Porque, 
sabiendo que se informaría de ello a los papás o a alguien de su confianza, se 
inhibirá.  

Señor Presidente, realmente pareciera que estuviéramos pensando en una 
consulta privada, en que la adolescente de 14 años pide una hora y llega a un 
lugar en que no hay nadie más, por lo que no queda sujeta a cuestionamiento 
alguno; es atendida adecuadamente por el médico, el que finalmente le otorga 
el fármaco. Pero la situación es distinta cuando tal circunstancia se da en un 
consultorio público, donde hay 200 personas, y este pobre "pajarito" tendrá 
que esperar un largo rato para conseguir la atención correspondiente.  

Es una tremenda preocupación la de Sus Señorías en cuanto a si inhibirá o no 
a esta niñita la idea de permanecer en la fila del consultorio, esperando ser 
examinada por el facultativo.  

No voy a entrar en la consideración jurídica, consignada ya en nuestra 
legislación, que señaló la Senadora Alvear.  

El médico no puede estar obligado a andar averiguando ni haciendo encuestas 
al ver en la ficha de la paciente que se trata de una menor -lo señalo a los 
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Senadores que plantearon esta materia-, pero sí a dar cuenta del hecho. 
Jurídicamente es su obligación, como lo establece nuestra legislación.  

Si el día de mañana se sigue el proceso normal y una niñita de 14 años no pide 
la píldora, queda embarazada, es atendida y tiene la guagua, deberá 
informarse de tal circunstancia. Porque así lo exige la ley en Chile.  

O sea, no hay doble estándar en la materia. ¡Por favor, no nos equivoquemos 
en lo que estamos sosteniendo!  

El proyecto considera lo relativo a la educación. Y lo digo así, porque se ha ido 
perfeccionando notablemente. Y en lo relativo a la confidencialidad, también 
consigna el respeto a la ley vigente. Es decir, es consecuente con todos los 
factores involucrados.  

No sé si todos han leído íntegramente el boletín comparado, porque en lo 
propuesto hay educación, confidencialidad y respeto a la ley actual.  

Podemos estar de acuerdo o no con ello, pero debemos terminar de hablar de 
la píldora solamente, pues aquí se hace referencia a fármacos en general, lo 
que permite cumplir la función que se está discutiendo. El día de mañana 
podrá ser un gas, o un líquido, o una píldora, o un profiláctico, o un condón el 
que se use como método anticonceptivo. Pero todos tenemos en la cabeza la 
idea de la píldora de emergencia, que se toma tantos días después o antes de 
la ovulación para que tenga el efecto adecuado.  

Pienso que, de cara al futuro, estamos elaborando una ley general, para que 
esta materia sea objeto del trato más adecuado que nuestra sociedad pueda 
ofrecer.  

En cuanto a lo que tanto preocupa a los señores Senadores, pongan a la niñita 
de 13 años y ocho meses o de 14 años en la lista de espera del consultorio 
público ¡y denle la confidencialidad del caso!  

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Ministro señor Viera-Gallo.  

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor 
Presidente, los señores Senadores deben zanjar una discusión que se refiere a 
una excepción a la confidencialidad.  

Considero bueno precisar bien qué se está planteando, para no exagerar 
argumentos en uno u otro sentido.  

Cada vez que hay algún problema grave de pedofilia, se tiende a una 
legislación extremadamente protectora de los menores. En cambio, frente a 
una materia de educación sexual, hay una visión de mayor liberalidad con 
respecto a la conducta de los menores.  
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La norma del Derecho Penal es clara: cuando la persona tiene más de 14 años, 
es plenamente libre; cuando posee menos de esa edad, la protección es mayor 
en el ejercicio de su sexualidad.  

Aún así, si la menor pide un método cualquiera de anticoncepción, existe plena 
y total confidencialidad. Por ejemplo, en caso de que una niña de 12 años 
solicite que le pongan la "te" de cobre, o tomar determinada píldora 
anticonceptiva.  

Por tanto, lo planteado por la Comisión de Constitución representa una 
excepción.  

Respecto del Código Penal, debo precisar que la petición de la referida píldora 
por una menor de 14 años no significa la configuración inmediata de un delito. 
Perfectamente podría requerirla para usarla después, ya que probablemente 
más adelante sostendrá una relación sexual.  

En segundo lugar, sería posible que la solicitara porque tuvo una relación 
sexual consentida con otro menor. Y en este caso, la matrona o el médico no 
tendrían la obligación de averiguar nada, desde el punto de vista penal. No se 
sustituye al fiscal. Lo único que dice la ley vigente es que si un empleado del 
servicio público de salud constata o presume que existe un delito de índole 
sexual está obligado a denunciarlo al fiscal.  

No porque una menor mantuvo una relación sexual se presume su carácter 
delictivo. Depende de cómo se materializó. Hay muchos factores por 
considerar, a pesar de la claridad con que se halla redactada la norma del 
Código Penal citada por el Senador señor Espina.  

En cuanto a la disposición que propone establecer la Comisión de Constitución, 
ella es obligatoria para los sectores público y privado, tanto respecto de la niña 
que dispone de plata como para la que carece de ella. No hay distinción. 
Incluso se señala que, si la menor tiene dinero y le pide a un médico privado 
que le otorgue una receta para comprar la píldora en la farmacia, este 
facultativo -de aprobarse el precepto- estará obligado a informar a su padre o 
madre, o al adulto que la menor indique.  

Es cierta la argumentación dada por la Honorable señora Matthei: no cabe la 
menor duda de que hay que considerar el estado psicológico de la adolescente 
en tal circunstancia. Y también es indiscutible lo señalado en cuanto a que es 
necesario proteger a la menor frente a un riesgo grave, porque aquí nos 
hallamos ante un método anticonceptivo de emergencia, no de normal 
utilización.  

Por eso, aquella niña puede pedir que se le coloque el DIU, o que le den 
cualquier anticonceptivo, y no hay necesidad de informar a nadie sobre el 
particular. La norma en comento solo se pone en el caso de algo grave, porque 
no se trata de un sistema de anticoncepción habitual -como dijo el Ministro de 
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Salud-, y, por tanto, si se usa en forma reiterada, es factible que provoque 
trastornos.  

Entonces, lo que Sus Señorías deben buscar -lo cual no es fácil- es el equilibrio 
entre el derecho a la confidencialidad de la menor, cuando se trata de 
anticonceptivos normales, y el derecho a su protección por parte de algún 
adulto en lo que se refiere a su futuro desarrollo. No se trata de que los 
médicos se transformen en fiscales, o de que algunos sean más represivos que 
otros, sino del dilema que siempre entraña toda norma jurídica.  

Gracias.  

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro de Salud.  

El señor ERAZO (Ministro de Salud).- Señor Presidente, en términos de 
definiciones, el Comité de los Derechos del Niño, que es el órgano de las 
Naciones Unidas que supervisa la forma en que los Estados cumplen las 
obligaciones derivadas de la Convención pertinente, reconoce el deber 
preferente de los padres a educar a sus hijos, pero también dispone que este 
no impide que el Estado proponga medidas específicas a fin de que los 
adolescentes cuenten con información completa, oportuna y veraz.  

Al respecto, quiero decir que en la propuesta formulada por el Ejecutivo no se 
rompe ni vulnera la confidencialidad. Esta existe desde el minuto en que el 
profesional de la salud conversa con la adolescente y le plantea una alternativa 
de solución -la única que se le puede pedir-, para que se la informe a sus 
padres o a la persona que ella considere oportuno.  

Ahí se salvaguarda el principio de la confidencialidad.  

Según nuestra experiencia, puedo manifestar que tratándose de enfermedades 
crónicas detectadas a una menor de edad, como tumores, cánceres malignos, 
hay que comunicar -previa su autorización- a sus padres o a quien ella estime 
pertinente tal situación de extrema gravedad confirmada por el facultativo.  

Con eso se resguarda el principio de la confidencialidad. Porque hay que decirlo 
con mucha claridad: la confidencialidad, de acuerdo a su definición, solo se 
puede romper en caso de riesgo para la salud de las personas. Así se establece 
en todas partes del mundo.  

Reitero que la norma que nos ocupa no vulnera la confidencialidad. Se le 
pregunta a la menor de edad, a la adolescente, en qué persona confía lo 
suficiente -al respecto no podemos establecer un juicio a priori- para 
informarle sobre la entrega -ya materializada- de la "píldora del día después".  

Ese punto es muy importante. Y también lo es...  

La señora MATTHEI.- ¿Me permite una interrupción, señor Ministro?  
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El señor ERAZO (Ministro de Salud).- No tengo inconveniente, señora 
Senadora.  

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Matthei, 
con la venia de la Mesa.  

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, solo deseo preguntarle al señor 
Ministro qué pasaría si borráramos las expresiones "al padre o madre de la 
menor" y dejáramos únicamente la referencia al adulto responsable que ella 
indique. Porque con eso se cumpliría perfectamente el principio de la 
confidencialidad y se eliminaría el miedo de la adolescente a comunicarle la 
situación a sus padres.  

Muchas gracias.  

El señor NOVOA (Presidente).- Recupera la palabra el señor Ministro de Salud.  

El señor ERAZO (Ministro de Salud).- Señor Presidente, el punto en discusión -
y aprovecho de responder al planteamiento de la Senadora señora Matthei- 
radica en qué perseguimos con lo propuesto.  

Hoy día la situación descrita se encuentra judicializada. No debemos llamarnos 
a engaño. Yo, como Ministro de Salud, he tenido que informar a los directores 
de servicios, y a través de ellos a los directores de hospitales y a los jefes de 
servicios clínicos que tienen a su cargo la responsabilidad de ejercer la 
potestad administrativa en este ámbito, acerca de la necesidad de establecer 
un diálogo de colaboración con la fiscalía para que lo legislado no termine 
vulnerando las oportunidades de nuestros adolescentes de recibir una atención 
digna y segura cuando concurren a los centros asistenciales. Porque la ley y el 
Código respectivo se encuentran por encima de los procedimientos médicos.  

Así está la situación en Chile: completamente judicializada.  

Y nosotros queremos establecer que, ante una circunstancia excepcional, 
factible de repetirse en el tiempo, le ofrezcamos a la adolescente la posibilidad 
de recibir un programa de regulación de fertilidad, que en nuestro país tiene un 
tremendo soporte y sustento técnico.  

Eso estamos ofreciendo: entregarle a la adolescente una educación adecuada, 
responsable, incorporarla a un programa de las características descritas, de tal 
manera de evitar que termine yendo todos los meses a pedir una píldora de 
uso excepcional. Esta puede ser útil en determinada oportunidad, pero si fuera 
la única opción existente para la menor, por no poder acceder a los sistemas 
de salud, la estaríamos condenando a un riesgo mayor.  

Lo que ofrecemos es una educación sexual oportuna, una orientación 
profesional adecuada.  
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Por eso me parece oportuno que, si se trata de salvaguardar la 
confidencialidad, también se establezca la participación de un adulto 
responsable.  

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.  

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, en verdad no entiendo mucho el sentido 
de la discusión sobre la materia, porque se plantean situaciones que la tornan 
un poco inoficiosa.  

En primer lugar, debo señalar que resulta absurdo lo manifestado aquí en 
cuanto a que al establecerse una excepción a lo propuesto en el artículo 2°, 
que dice que toda persona tiene derecho a elegir libremente los métodos de 
regulación de la fertilidad, la persona dejará de ser persona.  

Si es persona tiene derecho a elegir, y continuará siéndolo si el ejercicio de ese 
derecho se le niega después.  

La Carta Fundamental está llena de situaciones de ese tipo. Por ejemplo, en 
materia de garantías constitucionales, en el artículo 19, número 16°, que 
asegura la libertad de trabajo y su protección, se establece lo siguiente en su 
inciso segundo: "Toda persona tiene derecho a la libre contratación y a la libre 
elección del trabajo con una justa retribución.".  

Pero el inciso siguiente dispone que ello es "sin perjuicio de que la ley pueda 
exigir la nacionalidad chilena o límites de edad para determinados casos.".  

Lo anterior no significa que, si a un extranjero, de cualquier nacionalidad, se le 
niega la posibilidad de realizar cierto trabajo, deja de ser persona.  

En consecuencia, me parece que eso corresponde a un ejercicio retórico 
inconducente.  

Por otra parte, señalar que en caso de violación impropia, por tratarse de un 
menor de edad, se tendría que respetar la confidencialidad y no informar de la 
situación a los padres para no afectar su derecho, resulta completamente 
absurdo. Porque en un establecimiento de salud pública los facultativos deben 
comunicar obligatoriamente tales hechos al Ministerio Público. ¿Y quién va a 
informar a los padres acerca de lo ocurrido? ¿El Ministerio Público, cuando 
indague la situación?  

Si una niñita de 11 ó 12 años es víctima de violación impropia, ello tiene que 
darse a conocer al Ministerio Público, y este organismo investigará si 
participaron menores, si hubo o no consentimiento, etcétera.  

Me pregunto, ¿quién se prefiere que informe a los padres acerca de lo 
sucedido? ¿El investigador público, el fiscal en un proceso criminal, o el 
médico?  
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Señor Presidente, si de todas maneras se les va a comunicar, es mejor que ello 
se haga lo antes posible y por la vía más natural, como lo es la del facultativo. 
Porque, tratándose de un recinto de salud pública, de igual forma habrá 
investigación, ya que el médico que conoce el caso de una violación impropia, 
como lo es la de una menor de 14 años, tiene que informarlo al Ministerio 
Público.  

Entonces, ¿de qué estamos hablando? ¿Qué se discute aquí: que se le puede 
informar al fiscal pero no a los padres? Realmente, no entiendo cuál es el 
debate. ¡Informar es un deber de los funcionarios públicos y, en consecuencia, 
cada vez que estos se enteran de una situación como la descrita están 
obligados a comunicarla!  

A mi juicio, es del todo sensato que ello sea informado directamente por el 
facultativo y lo antes posible.  

Deseo terminar con una reflexión, porque esta ha sido una discusión larga.  

Como sostuvo la Senadora señora Matthei, hoy día ha bajado el comienzo de la 
edad fértil en las mujeres. Antes era a los 13 ó 14 años; pero ahora es 
probable que una niñita se embarace a los 11 años. Y si una pequeña de esta 
edad ingresa a un establecimiento de salud, porque tuvo relaciones sexuales el 
día anterior, y pide un anticonceptivo de emergencia, cabe preguntarse si no 
será de sentido común informar a sus padres. ¡Estamos hablando de una niñita 
de 11 años, de un "pajarito"!  

Pienso que en situaciones de esa naturaleza, el sentido común indica que, 
luego de entregarle -será decisión del médico- el método anticonceptivo que 
sea legítimo, ello se tendrá que comunicar a sus padres. ¿Cómo no se va a 
proceder así?  

Eso es independiente de que el sistema educacional haya fracasado o no. Se 
trata de otro tema.  

Aquí planteamos lo que la lógica nos indica: parece razonable avisar a los 
padres cuando se trata de menores de 14 años.  

Insisto: pensemos en una niñita de 11 años que acude al hospital porque ha 
mantenido relaciones sexuales, con el temor a quedar embarazada, y pide que 
se le aplique un método anticonceptivo de emergencia legal, que no produce 
efectos abortivos. ¿Cómo evitar que se avise?  

Considero que se trata de una discusión francamente ociosa, más todavía con 
el agregado que señalé con anterioridad: en un establecimiento público el 
facultativo está obligado a informar al Ministerio Público acerca de tal hecho. Y 
prefiero que los padres se enteren por el médico antes que por una 
investigación penal.  
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He dicho.  

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar, en 
su primer discurso, luego de lo cual procederé a abrir la votación  

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Señor Presidente, hay un asunto de lógica 
elemental, no solo desde el punto de vista del Derecho o de las normas, sino 
también del ordenamiento de una sociedad.  

Lo peor que puede ocurrir es que nuestro ordenamiento no sea armónico. Por 
eso existen las leyes, los reglamentos y la Constitución. Esta última, más allá 
de la forma como se elabora una ley, se preocupa de que todo obedezca a una 
decisión política fundamental.  

Señor Presidente, si desde la perspectiva de la razón ello es irrefutable, 
también lo es desde la del sentido común.  

Por eso, a mi juicio, es lógico lo que se plantea en la frase que se debate, 
pues, si pudiendo hallarse en presencia de una violación, un funcionario no 
adopta el debido procedimiento, podría estar actuando al margen de la ley. Y 
un médico tiene, además, el deber profesional de hacerlo.  

En consecuencia, lo que se propone refuerza lo anterior. No entenderlo así 
significaría destruir la coherencia que ha de existir en la legislación.  

No veo por qué la discusión se ha llevado a tal extremo. Incluso, a lo menos en 
mi opinión, un señor Senador formuló un planteamiento fantástico: que las 
niñitas menores de 14 años tendrán la ocurrencia de leer este debate para 
saber si pueden pedir o no la "píldora".  

Está bien que creamos que estas sesiones son importantes. Pero pensar que 
para que dichas niñitas tengan el debido cuidado antes de tener relaciones, o 
sepan si podrán usar el anticonceptivo de emergencia, van a leer los 
argumentos tan elevados, serios y sustantivos que aquí hemos entregado, es 
otra cosa.  

Perdóneme, señor Presidente, pero yo considero que las relaciones sexuales 
son un poco más naturales que lo que podría ser una discusión en el Senado. Y 
no creo que esta vaya a alterar una relación íntima, sobre todo si se trata de 
una niñita de 14 años. Lo digo con mucha seriedad y responsabilidad.  

La frase que se propone obedece a una lógica jurídica fundamental y, 
claramente, a un ordenamiento que, de no existir, enfrentaría al Estado a una 
contradicción vital acerca de qué norma legislativa desearía tener en este 
ámbito.  
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Y en cuanto a otras prevenciones, señor Presidente, de alguna forma he 
querido dejar en evidencia que las relaciones sexuales no pasan por lo que se 
discuta en una sesión del Senado.  

El señor NOVOA (Presidente).- Ofrezco la palabra.  

Ofrezco la palabra.  

Cerrado el debate.  

En votación.  

El señor GAZMURI.- ¿Qué estamos votando, señor Presidente?  

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El señor Presidente ha puesto en 
votación separada la frase final del inciso segundo del artículo 2°: ", debiendo 
informar al padre o madre de la menor o al adulto responsable que la menor 
señale.".  

Votar "sí" implica mantener su texto.  

--(Durante la votación).  

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.  

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, no deseo intervenir para fundamentar el 
voto, sino para recoger lo que señalaron varios señores Senadores, y que 
además está en el espíritu de lo propuesto por la Comisión, en el sentido de 
que la información sea dada con posterioridad a la entrega del medicamento.  

Pienso que debiéramos incorporar ese agregado, si se aprobara la frase que 
nos ocupa, pues sería lo correcto.  

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-
Esquide.  

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, me parece obvio que la 
información debe ser posterior. Así lo entendimos siempre en la Comisión de 
Salud. Pero en la Comisión de Constitución, adonde la iniciativa se envió 
después para ser analizada, lamentablemente -lo digo con todo respeto- se 
incurrió en el error de no establecer el punto como correspondía.  

Eso es lo primero y lo doy por hecho.  

Segundo, yo pedí la palabra solo para precisar algunos elementos.  
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El proyecto tiene por objeto precaver al máximum -¡al máximum!- la 
posibilidad de que se produzcan embarazos no deseados, que en 90 por ciento 
conducen hacia un aborto, el cual rechazamos de todas maneras y 
procuraremos impedir como podamos.  

De otro lado, recojo lo señalado por el señor Senador que me precedió en el 
uso de la palabra, en cuanto a que es preciso mejorar la educación.  

¡Pero si eso lo venimos diciendo desde hace muchos años, señor Presidente! Y 
el Senado debe comprender, de una vez por todas, que solo ahora estamos 
tratando de poner un poco de orden en lo relativo a educación sexual para los 
padres.  

Con relación a los niños, hemos legislado únicamente en materia de 
criminalidad.  

¡Cuándo vamos a entender que el aspecto que nos ocupa debe abordarse como 
un problema global de familia: que esta resida en una vivienda adecuada, 
cuente con el dinero necesario y la madre disponga de tiempo para conversar 
con sus hijos!  

Yo estoy abierto a colaborar en todo lo que se requiera sobre el particular.  

Sin embargo, esa no es la cuestión hoy. Y durante mucho tiempo nos negamos 
a enfrentarla, incluidos algunos proyectos que hemos presentado y que no han 
sido considerados por quienes pudieron habernos respaldado.  

Tocante a la confidencialidad, la situación es extremadamente compleja. 
Porque aquí algunos señores Senadores han sostenido que cuando esta afecta 
a menores de 14 años, indudablemente involucra un delito. Entonces, ¿qué 
hacemos con quienes han delinquido?  

Lo que intentamos evitar es un problema mayor. Por lo tanto -la Senadora 
señora Matthei lo señaló con extraordinaria claridad-, nosotros privilegiamos la 
confidencialidad, no porque despreciemos a los padres sino porque 
comprendemos la psicología del niño frente a un dilema como este, en un 
mundo donde todavía existe la realidad objetiva -la entiendo y ojalá se 
mantuviera al máximo- de que las relaciones son distintas del enfoque que les 
estamos dando en la sociedad moderna. En consecuencia, el suprimirla implica 
ponerla en un disparadero que no va a servir para nada.  

Con relación al mismo punto y a propósito de lo expresado, con sorna, por uno 
de los oradores que me precedieron, debo manifestar que, en verdad, él hizo 
un descubrimiento sensacional: que la sexualidad en Chile no depende de las 
sesiones del Senado. ¡Me parece un aporte espectacular! Lo felicito por ello y 
se lo agradezco.  
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Por otra parte, señor Presidente, deseo explicitar que aquí no se encuentra en 
discusión lo relativo a los delitos. Ese es otro tema, aunque sí forma parte de 
la complejidad de este asunto.  

Reitero: la indicación en comento transforma el procedimiento en algo 
inefectivo y, además, propone un camino que no es el que queremos.  

Y una última palabra de carácter general, en el minuto que me queda.  

Estoy de acuerdo en que en el presente debate ha habido elementos de gran 
emocionalidad. Y yo lo quiero así, señor Presidente. Porque si bien en el 
Senado se deben exponer las ideas en forma clara, no somos robots para votar 
cualquier cosa fríamente. Este tipo de proyectos dan cuenta de nuestra visión 
antropológica del mundo y de las personas, y por eso ponemos un poquito de 
pasión en el debate.  

Voto en contra.  

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.  

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, voy a rechazar la indicación, por los 
argumentos que señalé y por algo más que algunos colegas -y, por cierto, el 
Senador señor Espina, quien ha sido un adalid en este asunto- debieran saber: 
en Chile, los mayores de 14 años son hoy sujetos de persecución judicial, es 
decir, pueden ser procesados.  

En su oportunidad, cuando llevamos a cabo ese debate, donde se demostró 
que efectivamente los delincuentes utilizaban a menores, yo dije: "los jóvenes 
también tienen derechos". Y existe una ley: la N° 20.131 -agradezco su 
aprobación-, que permite a los mayores de 14 años votar en las juntas de 
vecinos.  

¡A los 14 años pueden votar los jóvenes hoy día en el país! No obstante, pocos 
se preocupan de que ello se concrete. En realidad, siempre tenemos una 
actitud más bien persecutoria contra ellos. O sea, los hacemos sujetos de 
responsabilidades y casi no nos preocupamos de sus derechos.  

La diferenciación entre un adolescente de 14 ó 13 años, o de 13 años 9 meses 
y de 14 años un mes, se torna muy compleja en la situación que nos ocupa.  

Me asiste la convicción -lo dijo el Honorable señor Arancibia- de que las 
adolescentes no van a concurrir a los consultorios públicos, donde hay que 
llegar a las 6 de la madrugada y hacer largas filas para conseguir hora con un 
médico.  

Y dado que, en definitiva, se intenta preservar la vida de la adolescente y la 
del niño que puede nacer en caso de no contar con el anticonceptivo de 
emergencia, creemos que se debe facilitar el acceso -¡facilitar el acceso!- a él y 
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no dificultarlo, como lo hace la indicación. Lo argumentado por la Senadora 
señora Matthei me parece absolutamente oportuno. Eso es así. Y cuando 
legislamos no lo hacemos para el debate jurídico de los constitucionalistas del 
Senado, sino para servir a la gente.  

En esta ocasión estamos legislando para evitar males a los adolescentes. Por lo 
tanto, yo esperaría que de alguna u otra forma se les diera a conocer la 
discusión suscitada en esta Corporación. Porque es evidente que no van a ver 
las sesiones -por lo demás, son tremendamente aburridas- ni las transmisiones 
del canal de televisión del Senado. Confío en que los servicios de salud, los 
consultorios populares o los órganos de difusión del Ministerio del ramo 
cumplan con su labor de información.  

Y si el Ministerio de Educación hace lo que le corresponde -y no se repite lo 
sucedido con las JOCAS: cuando había que mostrar un pene se debía sustituir 
por una abejita; ese fue el debate y era bastante agresivo- e imparte 
educación sexual de verdad, los jóvenes estarán en condiciones de tomar 
decisiones, porque cada día maduran a más temprana edad.  

La indicación pone obstáculos para que los menores de 14 años accedan a la 
píldora. Además, es tremendamente injusta. Porque legisla sobre la mujer 
adolescente. Y nada dice respecto del hombre adolescente, en el caso de 
relaciones consentidas. Por consiguiente, todo el peso de la responsabilidad 
recae en la mujer, porque es ella la que debe acudir a solicitar la píldora.  

Para evitar eso -reitero-, el único mecanismo es la educación, y la indicación es 
contraria a aquello.  

Señor Presidente, la educación sexual no la proporcionan los padres. Si 
algunos Senadores afirman que la recibieron de ellos y que fueron el vínculo 
principal en tal aspecto, están equivocados -¡ningún estudio indica eso!-; son 
otros actores los que la entregan.  

Por lo tanto, el remitir a los padres para una decisión de esta importancia 
constituye un completo error.  

Por eso, voto en contra.  

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.  

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, aunque estamos en votación, quiero 
plantear si podría haber consenso para sustituir la última frase de la indicación 
por la siguiente: "debiendo informar al adulto responsable que la menor 
señale".  

En tal caso desaparecería la agresión que significa el que se informe al padre o 
a la madre, en circunstancias de que a lo mejor lo único que quiere la menor 
es que ello no suceda. Así, por lo menos se le informaría a alguien.  
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Tal vez haya acuerdo en la Sala para introducir dicha enmienda. Porque, 
realmente, esa parte es muy agresiva.  

El señor NOVOA (Presidente).- Después de la votación, dependiendo de si se 
aprueba o no la norma, veremos si hay unanimidad para hacer la corrección 
que sugiere Su Señoría.  

La señora MATTHEI.- Gracias, señor Presidente.  

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.  

El señor ESPINA.- Señor Presidente, respecto de lo señalado por la Senadora 
señora Matthei, quiero aclarar que la norma no obliga a informarles a los 
padres. Esta expresa que se informa al padre o madre de la menor o al adulto 
responsable que esta señale. Por lo tanto, la menor escoge si le comunica el 
hecho a su papá, a su mamá, a una hermana o amiga mayores de 18 años o a 
una tía.  

En consecuencia, el tema planteado por la Senadora señora Matthei está 
resuelto, porque la norma emplea la conjunción "o", es decir, la adolescente 
elige entre una u otra persona sin ninguna dificultad.  

En segundo lugar, cabe reiterar que la "píldora del día después" es un 
anticonceptivo de excepción. Así lo manifestó el propio Ministro de Salud, pues 
su uso reiterado y permanente puede provocar daño en la persona que lo 
utiliza.  

Lo único que se señala es algo muy elemental: que si una niña menor de 14 
años tiene una relación sexual se informe a la persona adulta que ella 
mencione. Porque el plantear que se someta a una terapia o se lleve al 
psicólogo es lo más ajeno a la realidad, toda vez que esas instituciones en 
Chile no existen en número suficiente.  

Por lo tanto, frente al riesgo de un embarazo no deseado, la forma más 
razonable de evitarlo es entregar la píldora a que hacemos mención -pues se 
da siempre, no se condiciona- y avisar a la persona de la confianza de la 
menor, a fin de que participe en el proceso educativo.  

De no ser así, pasará lo contrario, señor Presidente. Y después vamos a 
lamentar que, dado que no le resultó la píldora, la menor quedará con su 
embarazo no deseado.  

En consecuencia, el argumento es exactamente a la inversa. Y yo sí reconozco 
que tengo una diferencia sustancial.  

Quiero decirles a mis colegas que aquí nadie es dueño de lo que la gente 
piensa -adueñarse de lo que piensa la opinión pública me recuerda cuando 
algunos se adueñaban de lo que pensaban los mapuches-, porque todos somos 
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Senadores que representamos a determinado electorado y mantenemos 
contacto con la comunidad.  

¡Y hay una mayoría hoy día en el país que tiene una gran coincidencia con 
nuestra posición!  

Asimismo, resultan muy importantes el proceso educativo y la vinculación de 
los hijos con los padres y adultos. Ese tema, señor Presidente, aquí se pasa 
por alto. ¡Y no es menor! ¡Si estamos hablando de menores de catorce años, 
en que incluso la ley vigente, aprobada por todos los Senadores y Diputados 
en su momento, transforma dicha acción en un delito! La Cámara Baja y 
nuestra Corporación votaron unánimemente que las relaciones sexuales con 
menores de catorce años constituyen delito. ¡Y cuando se votó esa normativa a 
nadie le preocupó ese hecho! ¡Veinte años de cárcel es la pena en Chile por 
mantener relaciones sexuales con una menor de catorce años!  

Y todos los señores Senadores que he escuchado hacen caso omiso de ello en 
sus argumentos. ¡Se les olvida! ¡Tanto el Senado como la Cámara de 
Diputados aprobaron unánimemente -y debo recordar que se presentaron 
indicaciones para subir el límite de edad a los 16 años- que la relación sexual 
voluntaria con una menor de catorce años es un delito penal, lo cual me 
pareció una cuestión absolutamente exagerada!  

Entonces, lo que se está haciendo es, simplemente, un proceso informativo -
¡informativo!-, que considero del todo razonable.  

Sin embargo, yo mantengo una diferencia.  

Yo creo en una sociedad en que, si una menor de catorce años tiene relaciones 
sexuales y está utilizando un método anticonceptivo que puede hacerle daño a 
su salud, tal circunstancia debe ser informada a alguien que pueda contribuir a 
educarla y prevenirla en cuanto a que se encuentra en una situación de riesgo 
por el uso reiterado de un medicamento de esa índole y, en segundo lugar, 
porque no es bueno ni sano que niñitas de esa edad queden embarazadas.  

Ello me parece razonable.  

Y en ese aspecto tenemos una concepción distinta de la sociedad. Que las 
niñitas queden embarazadas a los catorce años a algunos les resulta 
indiferente y no les importa. ¡Pero a mí sí me importa! Y creo que ese proceso 
educativo, más que una institución del Estado, debe asumirlo el papá o la 
mamá, porque la educación que ellos puedan entregar es mejor, más completa 
y más sana que la ofrecida por una entidad estatal.  

¡Creo más en los papás! ¡Creo más en los adultos mayores en quienes confían 
las niñitas! ¡Creo mucho más en ellos!  

No tengo dudas al respecto.  
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Soy partidario de que la educación de los hijos debe recaer en los padres y de 
que las decisiones educativas sean tomadas por ellos, pues será mucho mejor 
para nuestro país.  

Por eso, voto a favor.  

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Girardi para 
fundamentar su voto.  

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, este debate es apasionante. ¡Es el 
mundo al revés!  

Se acaba de señalar que a algunos no les importa que las adolescentes queden 
embarazadas. Y justamente la "píldora del día después" es un método inocuo. 
No comparto las opiniones del señor Ministro. Y constituye una campaña del 
terror sostener que aquella será usada en forma reiterada, cuando se sabe que 
se emplea muy poco. Es un anticonceptivo de emergencia, cuya utilización está 
sujeta a un sinnúmero de trabas.  

De lo que se trata es de entender que la sociedad chilena ha fracasado en su 
responsabilidad de educar a los jóvenes con valores. Yo también quisiera que 
mi hija no tuviera relaciones sexuales antes de los catorce años. Ojalá lo 
hiciera a una edad más avanzada en la vida y en el contexto de una relación 
estable y afectiva -lo ideal sería a los dieciocho años-, con todos los métodos 
de protección posibles, no solamente mediante el uso de un anticonceptivo, 
sino también del condón en caso de mantener relaciones con una pareja no 
estable o desconocida.  

Es preciso comprender que la sociedad chilena fracasó en su desafío, en su 
responsabilidad de entregar educación sexual, pues hoy día no existe en el 
país. Y las veces que se ha intentado impartirla, no se ha logrado.  

Los Senadores Ruiz-Esquide, Ominami y el que habla presentamos una 
indicación, que fue aprobada unánimemente gracias al apoyo de los colegas 
Arancibia y Kuschel, para hacer obligatoria la educación sexual a partir de la 
dictación de esta legislación en todos los colegios del país, conforme a los 
valores y principios -nosotros somos respetuosos- de cada una de las 
comunidades escolares.  

¡Esa es la solución! ¡Ese es el verdadero medicamento! ¡Esto otro es una 
aspirina, porque no logramos parar la infección!  

En el caso que nos ocupa, la relación sexual peligrosa ya ocurrió. Y lo que 
debemos evitar es que devenga en un embarazo no deseado y en un aborto. Si 
no hacemos nada, acontecerán ambos hechos.  

¡Ese es el punto!  
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Además, creo que estamos haciendo las cosas al revés porque el proyecto 
persigue un objetivo médico, de salud. Este no es un debate constitucional. 
Quienes hemos trabajado en consultorios sabemos que si imponemos estos 
requerimientos a una niña de trece años, ella no solicitará la "píldora del día 
después" y correrá el riesgo de embarazo.  

En consecuencia, señor Presidente, quiero hacer una petición al Senado que 
me parece de común acuerdo: que el tratamiento de la adolescente sea 
confidencial o dentro de un horario diferido, a fin de que no se halle obligada a 
hacer la fila donde están las vecinas de su barrio para ser atendidas por la 
misma matrona.  

¡No me imagino a una niña de trece años vestida de uniforme en esa cola!  

Por lo tanto, o se distribuye la "píldora del día después" y los anticonceptivos 
en los colegios, donde la niña mantiene una relación de confianza con su 
comunidad, o bien se otorga la posibilidad de prestarle una atención 
confidencial en el consultorio, para evitar que haga la misma fila con sus 
vecinas de barrio, dado que será evidente para todos que la menor está ahí 
para ver a la matrona, toda vez que no hay atención ginecológica para niñas 
porque es casi innecesaria.  

Entonces, deseo pedirle al Senado -si hubiera acuerdo- que agregáramos en la 
norma que la atención en los centros de salud tiene que ser confidencial.  

Ahora bien, yo separaría lo relativo a los delitos.  

En ese aspecto, debemos ser implacables. Si existe violación, hay delito y la 
obligación de un médico es denunciarlo al Ministerio Público. ¡Siempre! ¡Por la 
sola sospecha de delito!  

Ese es otro tema; no lo mezclemos.  

Yo, como médico, que me toca y me ha tocado atender niños, jamás violaré el 
juramento que me obliga a mantener confidencialidad con el paciente, aunque 
se trate de menores. Y creo que la norma en comento altera elementos de la 
relación médico-paciente que me parecen fundamentales.  

Se halla en discusión una legislación acerca de los derechos del paciente 
mediante la cual se establece la confidencialidad para todos. Y debo consignar 
que los adolescentes son los más vulnerables.  

¡No sé si Sus Señorías imaginan lo que significa para una niña de trece años no 
lograr evitar un embarazo!  

¡No sé si imaginan lo que implica para la vida de una menor, existiendo un 
método para evitar un embarazo, ponerle trabas y que resulte embarazada!  
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¡No sé si imaginan la alteración del proyecto de vida de una niña que queda 
embarazada a los doce años!  

¡No sé si comprenden las repercusiones de mortalidad infantil, de pobreza, de 
daño sicológico que reviste para una niña de doce años quedar embarazada, 
existiendo en la sociedad una política que le hubiera permitido evitar esa 
circunstancia!  

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora 
Alvear.  

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, expondré en forma muy rápida y 
telegráficamente, reiterando planteamientos anteriores.  

Estoy absolutamente de acuerdo con la distribución de la "píldora del día 
después".  

Estoy absolutamente de acuerdo en que exista educación sexual. Y me alegro 
del carácter obligatorio impuesto sobre el particular por la Comisión de Salud, 
respetando, naturalmente, las creencias, la orientación de cada 
establecimiento educacional.  

Estoy absolutamente de acuerdo en que se entregue la "píldora" a cualquier 
mujer -niña, joven o adulta- que la solicite.  

Estoy absolutamente de acuerdo en que debemos evitar los embarazos no 
deseados, en especial en niñas y jóvenes, cuyo proyecto de vida, cuando 
aquellos tienen lugar, queda interrumpido por completo.  

Hago todas esas afirmaciones, señor Presidente, para que no se diga que estoy 
en contra de la distribución de la "píldora del día después", o de que exista una 
política de salud o de que haya educación sexual.  

Sí quiero recordar que en este Congreso Nacional se aprobaron dos normas -
entonces yo no era Senadora- que rechazo totalmente.  

Estoy completamente en desacuerdo con que, conforme a una iniciativa de la 
Comisión de Familia de la Cámara de Diputados, aprobada por el Senado y la 
Cámara Baja, se haya establecido en el artículo 361 del Código Penal que 
existe violación cuando se accede carnalmente, por vía vaginal, anal o bucal, a 
una persona mayor de catorce años, en determinadas circunstancias, fijándose 
a este ilícito pena de presidio mayor en su grado mínimo a medio.  

Tratándose de una menor de catorce años -artículo 362 del Código Penal-, la 
sanción es presidio mayor en cualquiera de sus grados, aunque no concurra 
ninguna de las circunstancias exigidas por el ya mencionado artículo 361.  
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Por consiguiente, si un muchacho de dieciocho años tiene relaciones sexuales 
con su polola de catorce comete el delito de violación y debe caer preso.  

Eso fue aprobado por este Parlamento, que despachó otra norma con la que 
también estoy en desacuerdo: que pueda existir responsabilidad penal a partir 
de los catorce años.  

Quiero ser absolutamente clara en tal sentido: no participé en el 
establecimiento de esas dos disposiciones.  

Ahora, señor Presidente, ¡cómo no va a ser absurdo que se deban entregar los 
antecedentes al Ministerio Público para que investigue si existe o no un delito 
sexual -así se establece con posterioridad en el articulado, agregándose la 
obligación de poner los hechos en conocimiento de los padres tratándose de 
menores de dieciocho años- y que no se tenga que informar a algún adulto, en 
los términos del inciso segundo que se propone añadir al artículo 2°, sobre el 
requerimiento de la "píldora del día después" por una menor de catorce años!  

Estoy de acuerdo con la Senadora señora Matthei. En efecto, la mayoría de las 
veces los adolescentes, lamentablemente, no quieren que sus padres o sus 
madres sepan que iniciaron su vida sexual. Pero el referido inciso plantea la 
posibilidad de informar "al adulto responsable" que la misma menor señale.  

En definitiva, lo único que pretende el inciso en debate es que la niña indique a 
algún adulto, cualquiera que sea -una prima, un hermano, un vecino mayor de 
dieciocho años-, a fin de informarle que se puso a su disposición la "píldora" 
para evitarle un embarazo. Y, como expresé, los padres podrían tomar 
conocimiento de ello, por ejemplo, a raíz de la investigación realizada por el 
Ministerio Público en caso de presumirse la existencia de un delito sexual.  

Por lo expuesto, voto que sí.  

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha 
emitido su voto?  

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Terminada la votación.  

--Se aprueba la frase final del inciso segundo del artículo 2º (20 votos contra 
13).  

Votaron por la afirmativa la señora Alvear y los señores Allamand, Arancibia, 
Bianchi, Chadwick, Coloma, Espina, Frei, Gómez, Horvath, Larraín, Longueira, 
Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Sabag y 
Zaldívar.  

Votaron por la negativa la señora Matthei y los señores Ávila, Escalona, Flores, 
Gazmuri, Girardi, Letelier, Navarro, Núñez, Ominami, Pizarro, Ruiz-Esquide y 
Vásquez.  
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La señora MATTHEI.- Señor Presidente, ¿no es factible incorporar lo que 
planteé? Pedí ver esa posibilidad.  

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- La Senadora señora Matthei solicitó 
recabar el acuerdo de la Sala para consignar que la menor de edad pueda 
elegir para efectos de la información no solo entre la madre y el padre. Pero 
eso ya está considerado.  

La señora MATTHEI.- No.  

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Leo: "debiendo informar al padre o madre 
de la menor o al adulto responsable que la menor señale".  

Por lo tanto, la posibilidad está abierta, tal como Su Señoría lo solicitó.  

Insisto: la menor puede elegir entre la madre, el padre y el adulto responsable 
que indique.  

La señora MATTHEI.- ¿Me permite, señor Presidente?  

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.  

La señora MATTHEI.- En la forma como se encuentra redactado el precepto, no 
queda claro quién decide a qué persona se le informa.  

El señor ESPINA.- La menor.  

La señora MATTHEI.- Si dijéramos "debiendo informar al adulto responsable 
que la menor señale", quedaría mucho más claro el sentido de la frase.  

Con el texto actual, quien administra la píldora perfectamente podría 
manifestar: "Yo le voy a informar a tu padre o a tu madre, porque así lo señala 
la ley".  

El señor NAVARRO.- Claro.  

La señora MATTHEI.- En mi concepto, sería mucho más fácil si borráramos "al 
padre o madre de la menor" y dejáramos solo "debiendo informar al adulto 
responsable que la menor señale".  

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- ¿Habría acuerdo para acoger la solicitud 
de la Honorable señora Matthei?  

No hay acuerdo, señora Senadora.  

Tiene la palabra el señor Secretario.  
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El señor HOFFMANN (Secretario General).- Seguidamente...  

El señor NÚÑEZ.- Hay que ver la incorporación del adverbio "posteriormente". 
Existió acuerdo en tal sentido.  

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Señor Senador, tiene la palabra.  

El señor NÚÑEZ.- Entiendo que hay un acuerdo de la Sala en cuanto a agregar 
la palabra "posteriormente" para los efectos de que se entienda con claridad en 
qué momento opera lo que debe hacer el facultativo o el funcionario 
correspondiente.  

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Sí, Su Señoría. Se entendió como acuerdo 
unánime de la Sala la inclusión del término "posteriormente".  

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Perdón, señor Presidente, pero yo 
entendí que eso quedaría consignado en la historia fidedigna de la ley.  

¿El Honorable señor Núñez quiere que se establezca en el texto?  

El señor NÚÑEZ.- Sí.  

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Entonces, el señor Presidente 
deberá someterlo a consideración de la Sala.  

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Si les parece a Sus Señorías, se agregará 
el adverbio "posteriormente".  

--Así se acuerda.  

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Por consiguiente, la frase final 
queda de esta manera: "debiendo informar posteriormente al padre o madre", 
etcétera.  

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.  

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, le pido recabar la aprobación de la Sala 
para establecer como medida -la comparte el colega Gómez, y también, según 
entiendo, el Senador Arancibia, porque la hemos discutido- que la atención en 
los consultorios sea confidencial, para que las niñas que requieran la "píldora" 
no deban hacer la misma cola que los adultos.  

Eso nos parece muy relevante.  

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Durante todo el debate, no se formuló 
indicación en tal sentido.  
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El señor NAVARRO.- Pero se discutió.  

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Puedo entender que se trate de una muy 
buena indicación. Empero, jamás fue presentada.  

Por lo tanto, no podemos acoger lo que nos plantea el Senador señor Girardi.  

El señor NAVARRO.- Que se pronuncie el Ministro, quien está pidiendo la 
palabra.  

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora 
Matthei.  

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, yo me quedo muy tranquila cuando se 
dice "debiendo informar posteriormente al padre o la madre", porque ¡no se le 
comunicará nunca a nadie...!  

¡Si a la gente ni siquiera se le ha informado que tiene sida!  

¿Quién va a ir a buscar al padre, a la madre? ¿Irán a su casa, al trabajo? ¿Los 
citarán al consultorio? ¿Los llamarán por teléfono?  

Entonces, todo el mundo quedará muy contento. Pero les digo altiro que esta 
cuestión no va a funcionar. ¡Y mejor que no funcione...!  

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.  

El señor ESPINA.- Señor Presidente, primera vez que me toca ver que se sigue 
discutiendo una norma después de ser votada.  

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Eso está claro. Hemos querido...  

El señor ESPINA.- Ahora, si Su Señoría reabre el debate, debo manifestar que 
estoy en total desacuerdo con la Honorable señora Matthei.  

Lamentablemente, despachamos muchas leyes que en la práctica presentan 
falencias. Pero no creo que en un gobierno eficiente haya dificultades para 
respetar el deber de confidencialidad que se consigna frente al hecho 
excepcional de que una niñita de menos de catorce años solicite la "píldora".  

A ese respecto, recojo lo planteado por el Senador Girardi en el sentido de que 
resulta inadmisible que aquella menor quede expuesta ante toda la gente en 
un consultorio, pues la obligación de confidencialidad debe mantenerse en todo 
el proceso.  

Sin embargo, no concuerdo con esa especie de ironía que se utiliza para decir 
que las normas que estamos aprobando no van a funcionar.  
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Ahí existe una cuestión de fondo, señor Presidente.  

Para mí, es muy importante que lo que pasa con una niñita de catorce años 
sea sabido por un adulto que ella misma designa. Lo considero significativo 
para la sociedad. Y solo pido que no se ironice respecto de algo que para 
algunos de nosotros constituye un valor.  

No quiero que a la niñita de catorce años se le diga: "Aquí tiene la píldora"; 
que si al día siguiente va a otro consultorio se la pasen de nuevo; que al día 
subsiguiente ocurra lo mismo, y así sucesivamente. Considero que eso no es 
sano. Pienso que será peor, porque algún día la "píldora" va a fallar y se 
producirá el embarazo.  

Prefiero que la niñita designe a alguien (su hermana mayor, por ejemplo) para 
que se le comunique lo que está pasando.  

Ahora, no creamos que los médicos -aquí hay algunos; otros tenemos 
parientes que ejercen tal profesión- son tan descriteriados. Ellos le van a decir 
a la niñita: "Tú tienes 14 años. ¡Cuidado con el uso de la píldora! ¿Puedes 
señalarnos alguna persona para que le informemos?". Y les garantizo que, si la 
menor responde que no, los médicos consignarán "No existe nadie". Porque las 
normas tienen excepciones y se aplican según los criterios.  

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.  

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En seguida, corresponde ocuparse 
en el artículo 3°, que dice: "Toda persona tiene derecho a la confidencialidad y 
privacidad sobre sus opciones y conductas sexuales, así como sobre los 
métodos y terapias que elija para la regulación o planificación de su vida 
sexual.".  

Dicha norma fue aprobada con los votos favorables de los Senadores señores 
Girardi, Ominami y Ruiz-Esquide y el pronunciamiento contrario de los 
Honorables señores Arancibia y Kuschel.  

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- En discusión.  

Tiene la palabra el Ministro señor Erazo.  

El señor ERAZO (Ministro de Salud).- Señor Presidente, con relación a lo 
planteado por el Honorable señor Girardi a propósito del punto anterior, debo 
connotar que en el Programa Adolescentes consideramos imprescindible, para 
el cumplimiento de la legislación en proyecto, establecer horarios diferidos, tal 
como lo han planteado aquí diversos señores Senadores.  

Se trata de una materia reglamentaria. Pero, sin duda, debe quedar 
consignado en esta discusión el compromiso del Ministerio de Salud en cuanto 
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a incentivar -y estamos trabajando en eso- el acceso de los adolescentes a 
dicho Programa.  

Por lo tanto, respaldamos la formulación hecha al respecto.  

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- En votación.  

El señor LARRAÍN.- Perdón, señor Presidente, pero...  

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Sus Señorías pueden fundamentar el voto 
utilizando los cinco minutos reglamentarios.  

--(Durante la votación).  

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor 
Girardi.  

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, solo deseo reiterar que tal vez este es 
uno de los preceptos más importantes del proyecto. Porque, más allá de lo 
relacionado con la "píldora del día después" -aquí no está en cuestión ese 
aspecto en particular-, el artículo 3° establece que el hecho de ser persona 
confiere el derecho a la confidencialidad y a contar con autonomía en aspectos 
esenciales de la propia vida, como el relacionado con el método anticonceptivo 
que se desea usar, por cierto de entre aquellos que se encuentran registrados 
en el país, que son legales y que existen como parte de las políticas de salud.  

En el precepto que nos ocupa no se hace ninguna referencia a materias como 
el aborto, independiente de la opinión que cada uno de nosotros tenga sobre él 
como mecanismo regulador de la natalidad.  

Nos parece que esta norma es de la esencia de la iniciativa, en el sentido de 
que cada persona va a decidir el momento de su vida en que desee ser padre o 
madre, el espaciamiento entre los hijos, la cantidad de estos y el método 
anticonceptivo que usará. Evidentemente, este irá desde la abstinencia, 
pasando por el Billings, los contraceptivos orales, los dispositivos intrauterinos, 
hasta -como se ha señalado-, en caso de que tales sistemas fracasen, el 
fármaco de emergencia.  

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor 
Larraín.  

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, yo creo que la disposición que nos 
ocupa, más allá de su conveniencia, no viene al caso en este proyecto de ley.  

Me da la impresión de que aquí ha habido una descontextualización del 
problema. Porque de lo que se trata en esta iniciativa es de reglar la 
información, la orientación y las prestaciones que efectúen los servicios de 
salud en materia de regulación de la fertilidad. Y lo relativo a la 
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confidencialidad es lo que acabamos de analizar a propósito del artículo 2°, con 
la excepción planteada, que provocó un largo debate.  

El artículo 3° tiene que ver, ya no con los métodos de regulación, sino con las 
opciones sexuales y la forma como cada uno va eligiendo sus sistemas y 
terapias.  

Estimo que lo concerniente a las opciones entre métodos y entre terapias está 
cubierto por el artículo 2°. Pero lo relacionado con la confidencialidad y 
privacidad sobre las opciones y conductas sexuales es materia de la ley de 
privacidad de los datos personales, donde se norman estos aspectos.  

Por lo expuesto, creo que el artículo 3° no viene al caso, es completamente 
innecesario, no está dentro del objeto propio de la ley en proyecto, 
independiente de sus méritos o virtudes.  

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor 
Navarro.  

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, el debate que sostuvimos hace algunos 
minutos respecto de la confidencialidad para los menores de 14 años entra en 
contradicción con el artículo 3°.  

Pienso que el precepto que nos ocupa es absolutamente pertinente, pues 
refuerza los conceptos que le permiten al usuario acceder a la búsqueda de 
información. Si la norma en cuestión no garantiza la confidencialidad de 
manera expresa, el resto queda extremadamente debilitado.  

A mi juicio, el artículo 3° es esencial. Porque si hay duda y se instala la idea de 
que la confidencialidad y la privacidad no estarán garantizadas, la ley en 
proyecto -como lo han manifestado algunos Senadores- no va a funcionar, lo 
que me parece absurdo.  

Yo quiero que la ley funcione. La norma en comento establece la 
confidencialidad y la privacidad. Y si alguien las violenta, habrá recursos 
legales para defender tales derechos.  

El artículo me parece pertinente, en especial respecto de lo que estamos 
legislando en una materia tan sensible: la del acceso a la "píldora del día 
después".  

Creo que la garantía consagrada en el artículo 3°, aun cuando no se 
determinan sanciones -como dije, en otra legislación existen resguardos para 
el ejercicio y la defensa del derecho en cuestión-, es del todo pertinente.  

Por eso, voto a favor.  
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El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-
Esquide.  

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, esta es reiteración de un debate 
ya realizado. Y al reiterarlo queremos dejar claramente establecida nuestra 
valoración de la confidencialidad.  

En efecto, otras leyes se refieren a este punto. Sin embargo, cuando se 
discutieron los proyectos que las originaron nunca se consideró esta materia en 
forma específica. Por lo menos, eso es lo que queda en mi memoria.  

Entonces, la base de este proyecto de ley -vuelvo a decirlo- es el precepto que 
nos ocupa.  

Si lo que se plantea mediante él no existe en un mundo que genera una 
situación dificilísima para una adolescente que debe expresar lo que le ha 
ocurrido -los testimonios dados aquí para valorar la situación han sido 
transversales-, les pido a los señores Senadores que, de no significar lo que se 
propone a la Sala un agravio excesivo para lo que ellos piensan o de estimarse 
que no sirve mucho, dejemos el artículo 3°, porque es el caso preciso de que 
"lo que abunda, no daña".  

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor 
Allamand.  

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, tal como tuve oportunidad de 
manifestarles hace algunos segundos al señor Ministro y a sus asesores, no 
abrigo ninguna duda -por así decirlo- sobre la buena intención de la norma que 
nos ocupa.  

Incluso, alguien podría razonar casi al revés, en el sentido de que a las 
personas les asiste el derecho no solo a la confidencialidad sino también a 
jamás ser discriminadas por hacer públicas sus opciones sexuales.  

Eso es obvio.  

Empero, ocurre que la redacción del artículo en comento es particularmente 
insatisfactoria y poco feliz.  

Se dice que "Toda persona tiene derecho a la confidencialidad y privacidad 
sobre sus opciones y conductas sexuales,...".  

Bueno, puede haber conductas sexuales constitutivas de delito. Por ejemplo, 
las pedofílicas.  

Entonces, el artículo 3°, por la forma como se halla redactado, va a generar, 
objetivamente hablando, un ámbito de vaguedad legislativa que no se justifica.  
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Porque, por ejemplo, en el caso de una conducta pedofílica, alguien podría 
sostener el derecho a la privacidad no obstante tratarse, obviamente, de un 
delito.  

Por mi parte, me voy a abstener en la votación, porque, en primer término, 
tengo la impresión de que la norma, como lo expresó el Senador señor Larraín, 
resulta innecesaria desde el punto de vista constitucional, pues existe el 
derecho a la privacidad.  

En segundo lugar, ella es impertinente, por así decirlo, con relación al objetivo 
que se persigue. Estamos haciendo referencia a una cuestión distinta. Y la 
disposición contiene una declaración diferente acerca de una materia que no 
tiene que ver con el resto del articulado.  

Además, objetivamente, de su sola lectura es de por sí evidente que va a 
generar errores o, al menos, ambigüedad interpretativa.  

Hago presente que en otras normativas se han registrado conflictos expresos 
respecto del tenor literal, por así decirlo, y de la historia fidedigna de la ley. En 
materia de legislación laboral, por ejemplo, no obstante que la Comisión y los 
Ministros, en el momento de discutirse un asunto, han señalado que un 
precepto específico apunta en una dirección, al quedar redactada este en 
forma equivocada o apuntando hacia otro lado ha prevalecido la vieja 
interpretación contemplada por don Andrés Bello en el Código Civil: "Cuando el 
sentido de la ley es claro, no se desatenderá su tenor literal, a pretexto de 
consultar su espíritu.".  

Reitero que, objetivamente, la disposición exhibe una redacción defectuosa. 
Cuando se determina que con relación a las conductas sexuales -a todas- se 
tiene derecho a la confidencialidad, se entra en una zona gris absolutamente 
innecesaria.  

Por lo tanto, el Senador que habla, por lo menos, se va a abstener.  

Y espero que se efectúe la corrección pertinente, porque me parece que todos 
coincidiremos en que no se trata de la mejor redacción a la que se podría 
haber llegado.  

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor 
Chadwick.  

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, el Honorable señor Ruiz-Esquide 
pregunta para qué se mandó el texto a la Comisión de Constitución. Como no 
iba en consulta directa, en ese órgano técnico no lo vimos.  

Ahora, el artículo no representa ninguna novedad jurídica. El concepto se halla 
completamente garantizado en la Carta Fundamental, como se ha expresado, 
con relación al derecho a la intimidad o la privacidad. Aún más: se encuentra 
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contemplado en la Ley de Prensa, en términos especiales, como una excepción 
al derecho de informar, cuando se trata de materias que dicen relación a la 
conducta sexual. Así que la norma no agrega absolutamente nada, pues la idea 
se contiene en mucho mejor forma en la propia Constitución.  

Además, se presenta en la redacción la dificultad observada por el Senador 
señor Allamand en el sentido de que, a todo evento, sería preciso agregar la 
frase final "salvo que constituyan hechos ilícitos", porque, obviamente, la 
disposición no puede hallarse por encima de la norma penal atinente a las 
conductas sexuales constitutivas de delito.  

Insisto en que la garantía se encuentra cubierta por completo en la Carta 
desde hace muchos años, de modo que no importa una novedad.  

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor 
Núñez.  

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, me parece que la norma en debate es 
consecuencia de la anterior. De alguna manera, cuando rompimos la 
posibilidad de que existieran confidencialidad y privacidad para los menores de 
14 años, se hizo necesario resguardarlas para quienes no lo son. Este es un 
primer argumento que me parece obvio y que surge necesariamente del 
análisis del precepto que acabamos de aprobar.  

Pero considero que la disposición también es pertinente, porque su segunda 
parte se refiere a la necesidad de que además existan privacidad y 
confidencialidad respecto de métodos y terapias. En especial en los últimos 
años, se han incorporado en Chile muchos tratamientos relativos a la 
infertilidad de hombres o mujeres. Y eso normalmente está afectando a la vida 
de la familia, a las parejas. Imagino que cuando se mencionan aquellos a los 
cuales una persona "elija para la regulación o planificación de su vida sexual" 
se hace referencia a ese tipo de terapias, en las que resulta muy importante 
que una disposición garantice efectivamente la privacidad y la confidencialidad, 
no solo desde el punto de vista jurídico general, como lo que se ha expresado 
sobre la norma existente en la Constitución, sino también en cuanto al 
aspecto, muy específico, de las conductas sexuales.  

Estoy de acuerdo con el Senador señor Chadwick en el sentido de que la norma 
que se contemple no puede significar, como es obvio, la garantía de conductas 
sexuales que configuren, eventualmente, un delito.  

Reitero que el artículo se justifica, en mi opinión, por lo aprobado con 
anterioridad.  

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora 
Matthei.  
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La señora MATTHEI.- Señor Presidente, me da la impresión de que el problema 
radica en que el texto expresa que "Toda persona tiene derecho a la 
confidencialidad y privacidad sobre sus opciones y conductas sexuales", en 
circunstancias de que, en realidad, el proyecto dice relación más bien a 
métodos y terapias para la regulación de la vida sexual.  

Entonces, ¿qué pasaría si se eliminara la frase que acabo de mencionar y se 
dejase solo que "Toda persona tiene derecho a la confidencialidad y privacidad 
sobre los métodos y terapias que elija para la regulación o planificación de su 
vida sexual"? Ello sería mucho más pertinente con la iniciativa.  

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.  

El señor ESPINA.- Señor Presidente, deseo formular, por su intermedio, una 
pregunta a los señores Ministros.  

En verdad, el artículo me parece bien, mas abrigo una duda respecto de la 
interpretación de los vocablos "conductas sexuales". Lo que no quisiera es que 
el día de mañana alguien pudiera ampararse en la norma para mantener en 
secreto comportamientos de esa índole que significasen, eventualmente, 
delitos. Me surge la interrogante de si el hecho de que se trate de un ilícito 
elimina, por razones obvias, la confidencialidad.  

El término "opciones" no me parece mal. Estimo adecuado que las personas 
obtengan privacidad sobre su opción. ¿Por qué tendrían que andar 
divulgándola? Pero no tengo claro si la palabra "conductas" importa una 
contraposición. Lo que no deseo es que la norma sirva para que alguien se 
acoja a ella en el futuro -repito- y sostenga que es confidencial una conducta 
que constituye un ilícito.  

No sé si mi interpretación es demasiado extensiva. En caso de no ser así, 
votaría a favor sin ningún problema. Como me surge la duda, quiero 
preguntarles a los Ministros señores Viera-Gallo y Erazo acerca de la 
interpretación del vocablo "conductas".  

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Señor Senador, estamos en votación,...  

El señor ESPINA.- Pero es bueno aclarar el punto.  

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- ... por lo que su consulta no procede, 
salvo que medie una decisión de la Sala.  

¿Existe acuerdo en tal sentido?  

El señor LARRAÍN.- Sí.  

La señora MATTHEI.- ¿Por qué no se pone en votación la norma sin la frase a 
que hice referencia, señor Presidente?  
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El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Ya estamos en votación.  

El señor LARRAÍN.- Pido la palabra.  

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- La tiene, Su Señoría.  

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, lo que quiero exponer es muy simple. 
Creo que nos pusimos a votar sin llevar a cabo el debate que correspondía. Lo 
planteado por la Senadora señora Matthei forma parte de esa discusión. 
Sugiero que esta se realice y que no se abra todavía la votación, para que 
podamos intervenir un poco más.  

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Ya han votado 16 señores 
Senadores.  

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Se ha pronunciado una cantidad 
importante de ellos, pero se podrían acoger, una vez concluida la votación, las 
inquietudes expresadas.  

El señor NAVARRO.- No es posible, señor Presidente.  

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- No sé si algunos ya se retiraron, porque, 
de ser así, no se podría simplemente cambiar la votación.  

Desafortunadamente, así ha ocurrido.  

Mientras se resuelve la cuestión, tiene la palabra el señor Ministro Secretario 
General de la Presidencia.  

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor 
Presidente, es preciso entender la norma con un sentido de conjunto del 
ordenamiento jurídico, como algunos señores Senadores han consignado.  

El derecho a la intimidad es de lo más resguardado por la legalidad. Se 
encuentra contemplado en la Carta Fundamental y la Ley sobre Protección de 
la Vida Privada.  

Dentro de la intimidad, algunos de los datos más sensibles son todos los que 
tienen que ver con la salud. De tal manera que nadie puede, sin el 
consentimiento de la persona, dar a conocer tales antecedentes.  

Entre ellos se encuentra, obviamente, lo relacionado con los métodos y 
terapias que alguien elija para regular o planificar su vida sexual. De eso no 
cabe la menor duda.  

Respecto a la confidencialidad sobre las opciones y conductas sexuales, estas 
también forman parte de la intimidad y se hallan resguardadas.  
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Por lo tanto, el artículo está bien, al reiterar algo que ya existe.  

El problema que se les plantea al Honorable señor Espina y otros señores 
Senadores es si alguna conducta sexual constituye un delito. En ese momento, 
por cierto, se rompe la confidencialidad. No voy a ponerlo como un ejemplo 
vinculado con dicho campo, pero si quien habla tuviera el de matar como un 
instinto natural, este sería objeto de la misma reserva mientras no ultimase a 
alguien. El día que lo hiciera, ella cesaría.  

En todo caso, el dilema mayor se presenta con la libertad de expresión, porque 
esta se privilegió al máximo cuando se dictó la Ley de Prensa. Y ahí surge la 
gran discusión: qué se puede dar a conocer de la intimidad de un individuo.  

Desde luego, lo que los periodistas siempre defienden es que cuando las 
conductas que son íntimas sirven, sin embargo, para calificar el carácter 
público de una persona -y eso se refiere a cualquiera-, la restricción de 
informar o la confidencialidad desaparecen. Pero ello solo pueden decidirlo los 
códigos de ética de esos profesionales. Es muy difícil que una ley establezca 
con rigor hasta dónde se puede o no difundir la intimidad de alguien.  

Por ejemplo, en el caso del Primer Ministro de Italia, que ha sido acusado solo 
en relación con conductas íntimas -reprochables, para muchos, pero legales-, 
la prensa internacional no podría informar al respecto. Sin embargo, creo que 
nadie en la Sala estaría dispuesto a aceptarlo, porque parece ser restrictivo de 
la libertad.  

Entonces, señor Presidente, es preciso entender que el artículo no hace más 
que refrendar los principios generales de nuestro ordenamiento jurídico, lo que 
encuentra una excepción en la existencia de un delito y una contraexcepción, 
difícil de precisar, en la libertad de expresión.  

En todo caso, el artículo 366 ter del Código Penal define lo que se puede 
entender por acción sexual.  

Pero, en mi opinión, la disposición en debate, como está, no provoca ningún 
daño.  

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Cabe recordar que estamos en votación. 
Hago presente que faltan alrededor de 13 ó 14 minutos para el término del 
Orden del Día y que quedan cinco señores Senadores inscritos para intervenir. 
Por lo tanto, las demás votaciones van a quedar para el día de mañana.  

Tiene la palabra el señor Ministro de Salud.  

El señor ERAZO (Ministro de Salud).- Señor Presidente, solo deseo mencionar 
que lo que nos tocó vivir y enfrentar en cuanto a la notificación de los casos de 
VIH positivo es un buen argumento para fundamentar lo que se está 
legislando.  
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La confidencialidad y privacidad de los antecedentes médicos en la ficha clínica 
son fundamentales. Gran parte del temor de las personas con VIH positivo 
deriva del hecho de que no existe el resguardo suficiente de la confidencialidad 
de sus datos clínicos. De tal manera que el punto nos parece muy importante.  

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor 
Vásquez.  

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, mi razonamiento sigue la misma línea 
de lo expresado por el señor Ministro de Salud, teniendo presente sobre todo el 
hecho de que entre las farmacias y las isapres generalmente existe un grado 
de información indebida, por tratarse de la forma de controlar las necesidades 
o conductas o terapias de un determinado paciente.  

La norma en discusión presenta la ventaja, precisamente, de que la isapre se 
encontrará obligada a mantener la confidencialidad, al igual que la farmacia 
que venda los medicamentos o específicos respectivos, de modo que no se 
establezca, como es la práctica actual, un cruce improcedente de 
antecedentes.  

Por los motivos expuestos, votaré a favor.  

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.  

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, estimo que el debate es 
extremadamente importante, pero complejo.  

Por eso, al inicio expresé que el tema de fondo no es el objeto de la iniciativa, 
de modo que encuentro muy delicado regularlo de paso. Si se trata, por 
ejemplo, de que una persona, por su condición homosexual o por cualquier 
otra, dentro de los términos de la ley, desea mantener la confidencialidad, me 
parece que tiene todo el derecho a hacerlo. No me opongo a ello. Al contrario, 
si eso es lo que se busca, lo apruebo.  

Pero, tal cual se ha planteado el asunto, se está abriendo una discusión mucho 
más compleja. Ya lo expresaba el Ministro señor Viera-Gallo a propósito de la 
colisión que puede registrarse con las normas sobre la libertad de prensa, 
porque, cuando las conductas son públicas, ¿hasta dónde puede informar un 
periodista? Será el conflicto con las disposiciones...  

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Se apagó el sistema, Su Señoría.  

El señor LARRAÍN.- Decía, señor Presidente, que aquí se está abriendo un 
flanco de discusión que no sé cómo se zanja. Por eso, me parece que 
preceptos de este tipo tienen que ser muy cautelados antes de plantearse.  

Por lado parte, la Ley sobre la Protección de la Vida Privada resguarda todo lo 
que dice relación a la salud. De manera que ni las administradoras de fondos 
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de pensiones, ni las isapres, ni los laboratorios, ni los hospitales pueden dar a 
conocer las condiciones que presentan las personas en dicho aspecto. Eso ya 
está determinado.  

Ignoro, entonces, si es necesaria la disposición que nos ocupa. Me parece que 
puede inducir a errores mayores que los bienes que busca preservar.  

En cuanto a lo expuesto por la Honorable señora Matthei, ella tiene toda la 
razón, pero es algo ya contenido en el artículo anterior. Es decir, existe 
confidencialidad sobre los métodos y terapias que siguen las personas en este 
ámbito.  

En consecuencia, creo realmente que, en forma innecesaria, estamos abriendo 
un flanco de discusión -reitero- con la normativa en estudio.  

No me opongo al espíritu -si he entendido bien- de lo que se ha expresado, 
pero, tal cual se encuentra la redacción, considero que estamos legitimando, 
por ejemplo, la confidencialidad respecto de una persona con una opción por la 
pedofilia. Porque, por desgracia, los pedófilos presentan un instinto que los 
lleva en esa dirección, desviado y además ilícito, pero se genera una 
protección, eventualmente, en un debate sobre el particular.  

Me parece, entonces, que la norma puede malinterpretarse y que debería ser, 
o redactada de nuevo, o revisada en la Comisión -no sé si el tiempo lo 
permite-, pero ello me impide aprobarla, porque creo que conduce a más 
errores antes que a los bienes que busca preservar.  

Me abstendré, señor Presidente.  

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Por una falla en el sistema de registro, se 
borró la lista de los inscritos. Recuerdo que se encontraba pendiente para 
hacer uso de la palabra el Honorable señor Navarro, pero no sé quién más se 
hallaba en esa situación.  

Tiene la palabra Su Señoría.  

El señor NAVARRO.- No haré uso de ella, señor Presidente.  

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha 
emitido su voto?  

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Terminada la votación.  

--Se aprueba el artículo 3º (13 votos por la afirmativa, 3 por la negativa, 5 
abstenciones y un pareo).  
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Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Matthei y los señores Bianchi, 
Flores, Gazmuri, Girardi, Horvath, Muñoz Aburto, Navarro, Núñez, Ruiz-
Esquide, Sabag y Vásquez.  

Votaron por la negativa los señores Arancibia, Longueira y Romero.  

Se abstuvieron los señores Allamand, Espina, Larraín, Orpis y Zaldívar.  

No voto, por estar pareado, el señor Prokurica.  

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.  

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señores Senadores, quedan 9 
minutos para el término del Orden del Día.  

A continuación, en el artículo 4°, la Comisión de Constitución agregó un inciso 
final, que dice: "En todo caso, no se considerarán anticonceptivos, ni serán 
parte de la política pública en materia de regulación de la fertilidad, aquellos 
métodos cuyo objetivo o efecto directo sea provocar un aborto".  

Se ha pedido votación separada para este inciso.  

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- En discusión.  

Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.  

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, entendí que el artículo anterior era el 
último que se iba a votar.  

Muchos Senadores ya han abandonado la Sala.  

Por eso, pido que el inciso en debate, que a mi juicio es medular, no se vote 
hoy.  

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Su Señoría, el señor Presidente lo 
puso en discusión, pero no será votado hoy día.  

El señor LARRAÍN.- Perfecto.  

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Se abrió el debate, no la votación. Esta se 
hará mañana.  

El señor LARRAÍN.- Gracias.  

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ruiz-
Esquide.  
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El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, pensaba argumentar sobre el 
artículo 4°, que aborda una materia de por sí importante y que generó 
discusión en la Comisión de Constitución. Pero, si en definitiva su inciso final se 
va a votar mañana y falta la mitad de los señores Senadores o más, propongo 
que el debate también quede para mañana.  

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Si hay acuerdo, así se procederá.  

--Queda pendiente la discusión particular del proyecto.  

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Terminado el Orden del Día.  

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En el Tiempo de Votaciones, 
corresponde votar el proyecto de acuerdo, suscrito por los Senadores señores 
Gómez, Ávila, Cantero, Escalona, Flores, Girardi, Horvath, Longueira, Núñez, 
Ominami, Pizarro, Romero, Vásquez y Zaldívar, cuyo propósito es solicitar a Su 
Excelencia la Presidenta de la República que se declare "Monumento Natural" y 
"Santuario de la Naturaleza" a la zona del Tatio y sus géiseres.  

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- ¿Le parece a la Sala que, atendidas la 
significación y la transversalidad de este proyecto de acuerdo, que tiene un 
objetivo muy claro, resolvamos por unanimidad votarlo la próxima semana?  

--Así se acuerda.  

(…) El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Se levanta la sesión.  
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LEGISLATURA 357ª 
Sesión 76ª, en miércoles 16 de diciembre de 2009 

Ordinaria 
 

Boletín N° 6582-11  

INFORMACIÓN, ORIENTACIÓN Y PRESTACIONES EN MATERIA DE REGULACIÓN 
DE LA FERTILIDAD  

El señor NOVOA (Presidente).- Corresponde continuar la discusión 
particular del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre 
información, orientación y prestaciones en materia de regulación de la 
fertilidad, con segundo informe de la Comisión de Salud e informe de la 
de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y urgencia calificada 
de "discusión inmediata".  

6582-11  

--Los antecedentes sobre el proyecto (6582-11) figuran en los Diarios 
de Sesiones que se indican:  

Proyecto de ley:  

En segundo trámite, sesión 35ª, en 28 de julio de 2009.  

Informes de Comisión:  

Salud, sesión 59ª, en 27 de octubre de 2009.  

Salud (segundo), sesión 69ª, en 17 de noviembre de 2009.  

Constitución, sesión 69ª, en 17 de noviembre de 2009.  

Discusión:  

Sesiones 59ª, en 27 de octubre de 2009 (se aprueba en general); 75ª, 
en 15 de diciembre de 2009 (queda pendiente su discusión particular).  

El señor NOVOA (Presidente).- Debo hacer presente a la Sala que restan 
dos votaciones.  

La primera emana de una solicitud que formuló el Honorable señor Ruiz-
Esquide para pronunciarse separadamente sobre la norma de la 
Comisión de Constitución que establece las condiciones para la 
distribución de la "píldora".  
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La segunda corresponde a una disposición vinculada con la obligación de 
denunciar determinado delito, que fue objeto de votación dividida en 
una de las Comisiones.  

Atendida la "discusión inmediata", le propongo a la Sala omitir el debate 
de las normas pertinentes e ir directamente a la votación, partiendo por 
el inciso en que recae la solicitud del Senador señor Ruiz-Esquide.  

¿Les parece a Sus Señorías proceder en esos términos?  

El señor RUIZ-ESQUIDE.- ¿Me permite, señor Presidente?  

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra, señor Senador.  

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Únicamente quiero señalarle a la Mesa que 
resta solo una votación.  

El señor NOVOA (Presidente).- No, señor Senador. El artículo 5º, nuevo, 
fue aprobado en la Comisión de Salud por mayoría, no por unanimidad.  

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Muy bien.  

El señor NOVOA (Presidente).- Entonces, ¿procedemos en los términos 
indicados?  

--Así se acuerda.  

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. El 
señor HOFFMANN (Secretario General).- Según lo resuelto por la Sala, 
corresponde votar el siguiente inciso final propuesto por la Comisión de 
Constitución para el artículo 4º: "En todo caso, no se considerarán 
anticonceptivos, ni serán parte de la política pública en materia de 
regulación de la fertilidad, aquellos métodos cuyo objetivo o efecto 
directo sea provocar un aborto.".  

El señor NOVOA (Presidente).- En votación.  

--(Durante la votación).  

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor 
Girardi.  

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, solo quiero puntualizarle al 
Senado que Chile tiene una política de planificación familiar que fue 
pionera a nivel mundial en la década de los sesenta, particularmente 
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durante el Gobierno del Presidente Eduardo Frei Montalva. Y en ese 
período nuestro país inició el uso de los dispositivos intrauterinos.  

Debo advertir -me parece responsable hacerlo- que las regulaciones 
excesivas, innecesarias, inadecuadas, como las que se están 
planteando, solo conseguirán que en Chile se comience a cuestionar el 
principal instrumento de regulación de la fertilidad: el dispositivo 
intrauterino.  

El inciso propuesto no le hará mella a la "píldora del día después", no la 
afectará, porque queda claro -así se desprende de todos los consensos 
internacionales y de los debates registrados a nivel planetario- que no 
es abortiva. Empero, pondrá en cuestión la "te" de cobre, pues existe un 
debate -legítimo- en el sentido de que entre sus mecanismos de acción -
algunos, de barreras; otros, de sustancias químicas que impiden el paso 
de los espermios- estaría también la generación de un proceso 
inflamatorio que impediría la implantación de un óvulo fecundado.  

Yo solo quiero señalar que, de aprobarse el inciso en comento, algunos 
Senadores van a ser responsables de que empiece a perseguirse a las 
mujeres para que se saquen la "te" de cobre, que es el método más 
inocuo y de mayor uso en el país (lo utiliza sobre 45 por ciento de la 
población femenina).  

Así como alguna vez este Parlamento, de manera absolutamente 
equívoca, impidió la regulación de la fertilización asistida y del manejo 
de embriones -decisión del todo aberrante, a tal punto que difícilmente 
se practicarán esos procedimientos aquí; y ella provocó que los 
principales expertos de algunas clínicas tuvieran que salir de Chile-, 
estamos cometiendo nuevamente un error, que irá en desmedro de las 
mujeres y solo generará embarazos no deseados y abortos. A mi juicio, 
es preciso asumir la responsabilidad correspondiente.  

La disposición resulta absolutamente innecesaria. En Chile no existe 
ningún método que se pueda registrar como abortivo. Por lo tanto, es 
superfluo señalarlo. Pero, al expresarse lo que dice el texto, se 
cuestionará un instrumento que data de hace muchos años, respecto del 
cual nuestro país posee una larga experiencia: la "te" de cobre.  

Si lo que se quiere es que las chilenas se tengan que sacar ese 
dispositivo, dígase ello directamente. Asumamos, en una discusión 
franca, que algunos aquí lo rechazan. Porque ese será el resultado de 
agregar algo a lo cual en la Comisión de Salud, como estamos 
preocupados de los temas sanitarios, nos opusimos.  



 

66 

 

Ahora bien, no comparto la idea de que el proyecto debe aprobarse 
como venga.  

Y afirmo que también habrá una responsabilidad del Ejecutivo si en el 
futuro les sacan a las mujeres la "te" de cobre. La compartirán el 
Gobierno y los parlamentarios que voten a favor de la norma.  

Lo expongo porque me parece que ese será un debate central en la 
historia del país, con relación al instrumento de anticoncepción más 
eficaz, más inocuo, más usado, más barato y que ha demostrado la 
mayor aptitud para la disminución del embarazo no deseado, de la 
mortalidad infantil y del aborto.  

Deseo consignar lo anterior porque estas serán las consecuencias de 
aprobar una norma aberrante, que considero -perdónenme mis 
Honorables colegas- arcaica e innecesaria. ¿Por qué? Porque contamos 
con toda una legislación en la materia que la hace superflua. Solo 
provocará problemas que hoy no existen.  

Y, evidentemente, se generará un grave cuestionamiento respecto de un 
método con muchas décadas de uso, incorporado profundamente en la 
cultura sanitaria y que, además, es el preferido por las mujeres adultas, 
por las casadas. Porque, desde luego, no es el que usan las 
adolescentes: es el que emplean las mujeres que ya han tenido hijos, 
que ya han pasado por partos.  

Entonces, me parece que nos encontramos ante un tema de fondo. Y 
solo quiero subrayar lo que estamos votando.  

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora 
Alvear.  

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, quisiera llamar especialmente la 
atención respecto del inciso que nos ocupa, por cuanto la situación 
destacada por quien me antecedió en el uso de la palabra es 
exactamente la contraria a lo que se establece, habiendo sido aprobada 
la norma -dicho sea de paso- por la unanimidad de la Comisión de 
Constitución.  

Invito al Honorable señor Girardi y a los demás señores Senadores a 
leerlo. Dispone que "En todo caso, no se considerarán anticonceptivos, 
ni serán parte de la política pública en materia de regulación de la 
fertilidad, aquellos métodos cuyo objetivo o efecto directo sea provocar 
un aborto.".  
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Ello justamente despeja cualquier duda acerca del dispositivo 
intrauterino, porque la mujer que lo utiliza no lo hace para provocarse 
un aborto, sino para impedir un embarazo, de modo que la idea es 
exactamente la contraria de lo sostenido por quien me precedió en el 
uso de la palabra. Es algo que, conforme a la norma, se preserva y 
regula en la ley, por si el día de mañana alguien afirmara que no es 
posible utilizar ese método.  

Insisto en que se lea bien la disposición, porque persigue exactamente 
el objetivo contrario al que se ha señalado. Y resulta importante tener 
en cuenta que precisamente la incorporamos para evitar que el día de 
mañana se pudiera plantear que no es posible recurrir al sistema a que 
he hecho referencia.  

He dicho.  

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-
Esquide.  

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, estimados colegas, pedí una 
votación separada por considerar que la larga frase que se contempla 
constituye una incoherencia, en sí misma.  

He leído muy bien el inciso, como lo pidió la señora Senadora que me 
precedió en el uso de la palabra, y si uno lo hace llega, en primer lugar, 
guste o no, a la conclusión mencionada, porque algo, o es 
anticonceptivo o es abortivo. No puede ser ambas cosas 
simultáneamente. El anticonceptivo impide una...  

El señor ORPIS.- Concepción.  

El señor RUIZ-ESQUIDE.- ... opción de embarazo y el abortivo conduce, 
una vez registrada la implantación, a la salida del óvulo por métodos 
externos.  

Ahora bien, entiendo que algunos consideran -y en eso es preciso 
considerar la opinión de ciertas iglesias- que "todo aquello que va a ser 
ya es". Por lo tanto, la definición de aborto se plantea de otra manera. 
En ese caso -para ser claro-, no existiría jamás un anticonceptivo: todos 
los métodos serían, por definición, abortivos.  

Y se puede llegar al extremo de estimar que cualquier daño que sufran, 
por separado, el óvulo o el espermatozoide también es abortivo, porque 
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lo que ya es va a serlo después y el espermatozoide se encuentra 
presente expresamente para generar un embarazo.  

Entonces, primero que nada, aquí se observa una incoherencia. Y no me 
gusta aprobar una de ellas -por lo menos, las que entiendo como tales-, 
de modo que votaré en contra.  

Sé que lo anterior no es compartido por algunos señores Senadores -
resulta obvio-, porque es algo que se encuentra en la definición que ha 
impulsado todo nuestro debate en estas materias durante diez años.  

Pero, además, si se aprobara la norma, sería una puerta abierta para 
que cualquier mecanismo, instrumento o fármaco pudiera ser llevado 
ante el Tribunal Constitucional, con lo cual se generaría precisamente un 
efecto que varios integrantes de la Comisión de Legislación quisieron 
prevenir. A mi juicio, la frase "aquellos métodos cuyo objetivo o efecto 
directo sea provocar un aborto" permitirá que cualquiera afirme, si 
mañana aparece un medicamento, que tendrá lugar tal consecuencia y 
que reclame ante ese organismo. O sea, el inciso es incoherente en sí 
mismo y, al mismo tiempo, abre un espacio para que se originen 
alegatos que, en definitiva, paralizarán cualquier mecanismo o política 
que queramos impulsar en este ámbito.  

Tratando de ser lo más objetivo que puedo, señor Presidente, el 
propósito que se persigue es el que también consigné ayer: evitar 
absolutamente toda posibilidad de aborto.  

En virtud de lo expuesto -por eso pedí la votación separada-, me 
pronunciaré en contra del inciso.  

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor 
Orpis.  

El señor ORPIS.- Señor Presidente, me alegro de la indicación que se 
presentó en la materia, que partió originalmente por la intervención del 
Senador señor Larraín con ocasión del debate y que posteriormente fue 
materializada a través de un acuerdo unánime, según entiendo, en la 
Comisión de Constitución.  

Y digo que me alegro de ella por pensar que ha puesto lo principal en el 
centro del debate: no se trata de la píldora, sino del aborto.  

El señor PROKURICA.- Así es.  
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El señor ORPIS.- Lo que hace la norma, entonces, es establecer 
claramente la diferencia. Es algo que, por lo menos, quiero plantear de 
manera categórica. Lo que se está señalando es que resulta válido 
cualquier método que impida la concepción, porque, una vez que esta se 
materializa, todo aquel que se utilice es abortivo. Y aquí estamos 
velando por la vida.  

Por lo tanto, se coloca este último límite, que me parece que es el 
natural. ¿Estamos o no por la vida? Creo que esa es la pregunta de 
fondo.  

¿Estamos o no por evitar el aborto? Si una vez materializada la 
concepción, se interrumpe la vida -y por métodos artificiales-, ello recibe 
tal denominación.  

¿Dónde tiene que efectuarse la demostración? Donde corresponde, que 
son los tribunales de justicia. Ahí debe probarse si un determinado 
sistema de anticoncepción es o no abortivo.  

¿Quién tiene que resolver? Los jueces.  

Eso es lo lógico.  

En consecuencia, señor Presidente, pienso que se ha puesto en el 
debate la cuestión central, que es lo relativo a la vida, al aborto. Y ello 
tendrá que verificarse, tal como lo señalé, ante los tribunales.  

El asunto no dice relación a los embarazos no deseados, que no se 
resuelven a través del aborto. Son otros los mecanismos para hacerlo, 
mucho más humanos, entre ellos la adopción, que es el principal. 
Existen alternativas distintas.  

Por lo tanto, reitero que estamos abordando un aspecto central. La 
cuestión no radica en la píldora, sino en el aborto, en la vida. Y ello es 
algo que tendrá que demostrarse en los tribunales de justicia.  

He dicho.  

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor 
Larraín.  

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, me alegro de que la indicación 
presentada por la Senadora señora Alvear, por una parte, y la formulada 
por mí, por la otra, respecto del problema abortivo hayan sido acogidas 
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por la Comisión de Constitución, porque eso nos permite poner las cosas 
en su lugar.  

Como muy bien lo manifestó el Honorable señor Orpis, es una discusión 
equivocada la de que una norma general sobre la anticoncepción se 
centre en un método específico y determinado, porque estos últimos 
cambian, y lo que tenemos que definir es qué sistemas, previos o 
posteriores a las relaciones sexuales, resultan compatibles con nuestro 
ordenamiento jurídico. Si este defiende la vida del que está por nacer y 
ella se define desde el momento de la concepción, tales mecanismos son 
todos aquellos que tienen lugar antes de darse ese instante específico. 
No le corresponde a la ley definir este último, que es algo propio de la 
ciencia. Lo único que nosotros debemos hacer es preservar un valor: el 
de la vida. Por lo tanto, da lo mismo el método, sea anterior o posterior, 
pues lo único que importa es que sus efectos no sean abortivos. Y eso, 
en lo esencial, se recoge en la norma propuesta.  

Es preciso entender que el texto constituye, en consecuencia, una 
excepción: se autorizan todos los métodos que el Ministerio de Salud 
autorice y regule, pero siempre dentro del marco de que no pueden 
generar efectos directos sobre la vida. Es decir, no es posible que 
provoquen un aborto.  

A lo que estamos haciendo referencia, en seguida, es a procedimientos 
anticonceptivos. Pero, obviamente -como bien lo aclaró la Senadora 
señora Alvear-, de lo que estamos preocupados, para estos fines, no es 
de los sistemas previos a la relación sexual que tienen como objetivo 
evitar la concepción. Mal podrían surtir efectos abortivos, ya que la 
primera aún no ha tenido lugar.  

En ese sentido, es falaz el argumento de mi estimado amigo el Senador 
señor Ruiz-Esquide en orden a que "todo lo que ya es puede ser", 
porque el espermio puede ser, efectivamente, pero evitar una relación 
sexual a través de un preservativo, por ejemplo, no provoca un efecto 
abortivo, en la medida en que la concepción jamás se producirá solo por 
la potencia de llegar a ser. Entonces, impedir que un espermio llegue a 
un óvulo no presenta ninguna consecuencia atentatoria contra la vida, 
pues si bien ello es y puede llegar a ser, solo podrá ser si acaso existe 
una relación sexual plena y absoluta. En tal caso, eso no ocurre. El 
argumento, por lo tanto, carece de validez.  

Lo único que vale es si lo que estamos haciendo permite o no, una vez 
verificada la relación sexual, que existan fórmulas, cualesquiera que 
sean, hormonales o no hormonales, que, con preservación de la 
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naturaleza humana, por decirlo en forma amplia, impidan la concepción 
sin afectar la vida del que está por nacer. Si ello es así, ¡santo y bueno! 
Pero si ya existe vida, si ya se concretó la concepción, no puede 
autorizarse un método, porque este ya no sería anticonceptivo, sino 
abortivo.  

En ese sentido, me parece razonable advertir que lo que se está 
rechazando no se puede considerar un método anticonceptivo, porque si 
reviste ese carácter se trata de algo previo a la concepción, y de lo que 
se trata es de evitar procedimientos que, una vez registrada esta última, 
causen un efecto que impida la continuidad del ser concebido.  

Eso es lo esencial. Y si lo entendemos bien, entonces estamos dando 
paso a la solución de un problema que, a mi juicio, se ha orientado y 
discutido equivocadamente, porque lo que importa es defender la vida, 
no evitar la concepción. Este último es un problema que se halla en la 
conciencia de las personas.  

Las religiones podrán decir lo que quieran, y cada uno podrá asumirlo, 
mas en nuestro ordenamiento legal las cuestiones de fe no se pueden 
imponer por ley. Y nadie puede pretender hacerlo.  

Sin embargo, la legislación contempla un límite respecto de las 
concepciones personales o religiosas de cualquier orden: que se respete 
la vida. Y esta comienza en el momento de la concepción. Por lo tanto, 
todo método anticonceptivo puede encontrarse muy bien fundamentado, 
pero, sea o no anticonceptivo, es preciso tener presente si provoca un 
efecto directo sobre un ser concebido, sobre vida humana, desde el 
momento en que ello se determine. No sé si este es el de la relación 
sexual; si son 24 ó 36 horas después. Eso lo señalará la ciencia. No 
somos nosotros los llamados a precisarlo. Lo que sí estamos llamados a 
definir es cuándo, frente a la vida, podemos dejar de considerar un 
método como anticonceptivo...  

Pido un minuto más, señor Presidente.  

El señor NOVOA (Presidente).- Puede continuar, Su Señoría.  

El señor LARRAÍN.- Gracias.  

Destacaba cuándo podemos dejar de hacer referencia a una cuestión 
anticonceptiva: solo cuando se concreta la concepción. Por lo tanto, está 
bien planteado que se exprese que no se considerarán anticonceptivos 
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"aquellos métodos cuyo objetivo o efecto directo sea provocar un 
aborto.". Ese es el punto central.  

Cualquier procedimiento que pase como anticonceptivo pero afecte a 
una vida ya concebida y pueda causar un aborto se encuentra prohibido, 
porque no es posible autorizar algo que vaya en contra de un bien 
jurídico protegido por nuestro ordenamiento penal, constitucional y civil.  

Expresaré una última consideración, señor Presidente. Cuando se 
presenten reclamaciones, las cuales serán judiciales, no constitucionales 
-se podrá recurrir de protección frente a una resolución que autorice un 
sistema determinado-, se analizará en ese momento el método en 
particular. Y serán los científicos quienes expresarán si este genera 
efectos abortivos, es decir, si provoca consecuencias químicas al interior 
del ser humano con posterioridad a la concepción. Si la conclusión es 
afirmativa, se tendrá que evitar. Si determinan que es previo a la 
concepción, bienvenido sea. De esta forma se evitará una discusión que, 
a mi juicio, ha sido mal conducida.  

La reclamación judicial conducirá a la autorización o negación del 
método. Y lo que se va a cuestionar será la resolución, no un caso 
específico.  

Por lo tanto, me parece que la solución, entendida como una excepción 
y habiéndose comprendido bien qué es un método anticonceptivo y cuál 
es el carácter y la naturaleza de las reclamaciones judiciales, sobre la 
base del espíritu que he planteado, creo que zanja la cuestión. Y al 
Senador que habla, por lo menos, que propició una indicación que fue 
recogida en la norma, lo deja plenamente satisfecho.  

Votaré que sí.  

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor 
Navarro.  

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, costaba explicarse el porqué de 
la introducción de la indicación hasta escuchar detenidamente a los 
Senadores señores Orpis y Larraín.  

Hemos dicho que la norma conducirá a que Jorge Reyes y la institución 
en que participa recurran, al día siguiente de aprobada la ley en 
proyecto, al Tribunal Constitucional, que ya rechazó una presentación de 
36 parlamentarios para declarar la "te" como abortiva, entre otras 
cosas.  
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Lo que aquí se está haciendo es incorporar en una normativa 
mecanismos anticonceptivos que pueden ser calificados como abortivos 
o ser parte de una política pública.  

Se va a abrir una gran discusión al respecto.  

Y como manifestó el Senador Orpis, esto lo van a zanjar los tribunales. 
Ellos dirán: "Ustedes aprobaron una ley que nos faculta para calificar un 
método como abortivo o no". Y así se producirá un debate judicial 
avalado por esta futura ley.  

Pero el asunto ya se encuentra resuelto. El Tribunal Constitucional no 
acogió a tramitación una presentación respecto de la "te" de cobre.  

La verdad es que la acusación respecto de este dispositivo es grave. 
Equivale a señalar: "Los Gobiernos de la Concertación han consentido 
durante muchos años un método que es abortivo".  

Se pretende abrir un debate sobre un punto que se halla absolutamente 
zanjado.  

Siento que el inciso en comento no expresa el debate de fondo, el cual 
se explicitará en la discusión jurídica de tipo judicial que se va a generar 
acerca de si tal método anticonceptivo es o no abortivo.  

Pero ese debate en materia de salud pública ya está saldado. Y cientos 
de miles de mujeres chilenas usan dicho dispositivo como método 
anticonceptivo.  

Me parece que, de aprobarse la norma en votación, se va a facilitar, con 
un aval legislativo, la estrategia para recurrir en contra de ese método 
de aquí en adelante.  

Por lo tanto, el argumento que el Tribunal Constitucional ya rechazó 
será retomado.  

En esta materia hay que tener una gran responsabilidad, porque, al 
momento de votar la disposición, los Senadores deben sopesar el debate 
posterior que se producirá. Se va a decir: "Los parlamentarios votaron a 
favor o en contra de que se pueda cuestionar un elemento 
anticonceptivo de salud pública al permitir que se abra debate respecto 
de si es o no abortivo".  

Vamos a reemplazar la discusión sobre el acceso a la "píldora del día 
después" por una relativa a si la "te" de cobre es abortiva o no.  
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En definitiva, tendremos un nuevo enfrentamiento valórico en esta 
materia.  

A mi juicio, esa discusión será estéril, ya que todos queremos combatir 
y evitar el aborto.  

El debate sobre fertilidad, particularmente en lo relativo a la "píldora", 
se centró en impedir que las niñas menores de 14 años aborten. Voté a 
favor de ello porque no participo de tal posibilidad. Y ese fue el gran 
debate que sostuvimos ayer. Hay que buscar una salida para proteger la 
vida del que está por nacer y de la adolescente.  

La norma que nos ocupa apunta a otro ámbito: al cuestionamiento de 
una política pública que el Estado chileno -el señor Ministro de Salud 
podrá confirmarlo- ha llevado a cabo durante muchas décadas y que ha 
demostrado cierta eficacia en el control de la natalidad, en especial por 
parte de mujeres que no pueden pagar anticonceptivos y que utilizan un 
dispositivo de bajo costo, que es distribuido por los consultorios 
públicos. Sin embargo, hoy día ese método podría ser cuestionado.  

No estoy por abrir debate sobre el asunto.  

Creo que las políticas públicas de salud deben facilitar -¡facilitar!- el 
acceso a los métodos anticonceptivos para las mujeres que 
conscientemente quieran utilizarlos.  

Sin embargo, en virtud de un inciso que se halla fuera de las ideas 
matrices del proyecto, de repente alguien podrá cuestionar tales 
métodos y generar una discusión al respecto. La norma en cuestión fue 
propuesta en forma legítima por algunos señores Senadores, pero 
podría terminar desvirtuando el objetivo central de la iniciativa y 
operando exactamente en su contra.  

Por tal motivo, votaré en contra, señor Presidente.  

Además, deseo preguntar al señor Ministro y a sus asesores acerca de 
las implicancias de dicha disposición en el uso de la "te" de cobre. No sé 
si contamos con mayoría para rechazar el inciso; al parecer, el 
pronunciamiento es transversal. Preciso saber qué significaría en 
materia de salud pública para las mujeres de Chile el que pudiera ser 
cuestionado -y eventualmente retirado- tal dispositivo.  

Es muy importante conocer esa opinión a la hora de votar.  
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Advierto que dicha norma va a servir de preámbulo para iniciar acciones 
tanto en el Tribunal Constitucional como en los tribunales de justicia 
para determinar la condición abortiva o no abortiva de la "te" de cobre, 
en particular, y de otros anticonceptivos.  

He dicho.  

El señor NOVOA (Presidente).- Si me permiten, deseo expresar dos 
cosas.  

Primero, el inciso en votación no genera problemas de tipo 
constitucional, porque no tiene tal rango.  

Y segundo, se le formuló una consulta al señor Ministro de Salud para 
que estableciera una precisión. Con la venia de la Sala, sería pertinente 
que él aclarara el alcance de la norma de inmediato.  

Con ese propósito, tiene la palabra el señor Ministro.  

El señor ERAZO (Ministro de Salud).- Señor Presidente, en primer lugar, 
dejo constancia de que el proyecto en discusión nunca pretendió 
abordar el problema del aborto en Chile. Porque este ya se encuentra 
regulado en la legislación vigente.  

Siempre dijimos durante todo el debate, en la Comisión de Salud de la 
Cámara de Diputados y después en el Senado, que en nuestro 
ordenamiento legal -Código Penal (artículos 342 y 345) y Código 
Sanitario (artículo 119)- están perfectamente establecidos los recursos 
para que en Chile no se pueda incorporar a las políticas públicas de 
salud ninguna práctica o método que favorezca o promueva el aborto.  

En segundo término, en todos los argumentos presentados durante el 
debate de Comisión por parte de los expertos de las sociedades 
científicas chilenas -particularmente de la Sociedad Chilena de 
Obstetricia y Ginecología y del Instituto de Medicina Reproductiva- 
quedó claro que el levonorgestrel no constituye una sustancia abortiva.  

Lo resumo en una frase extremadamente simple desde el punto de vista 
argumental pero con un tremendo peso científico: Horacio Croxatto 
planteó que si una mujer toma la "píldora" antes de la ovulación, evitará 
el embarazo, pero que si lo hace después, se embarazará igual. O sea, 
no existe ninguna prueba científica -nunca la hubo- que indique que la 
"píldora" es abortiva. La evidencia actual demuestra que no lo es.  
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Tales antecedentes fueron entregados en el largo debate que 
sostuvimos respecto de si ese método es o no abortivo.  

No se abordó lo relativo al aborto en la iniciativa, no por eludir el peso 
de alguna prueba sino porque el resguardo constitucional sobre el punto 
y lo establecido en los Códigos mencionados ya contemplan la materia.  

También hicimos mención al dispositivo intrauterino, en torno al cual 
entregamos argumentos.  

La evidencia actual en el mundo demuestra que dicho método 
anticonceptivo no es abortivo. Por ende, cualquier relativismo que pueda 
surgir en contra de este dispositivo carece de destino.  

Además, el Tribunal Constitucional ya falló sobre el particular.  

En consecuencia, los fundamentos que hemos defendido como 
autoridades de salud por largo tiempo se basan en la certeza de que 
dicho método no es abortivo.  

Existen mecanismos preestablecidos acerca de este asunto, que 
entregaremos como antecedentes para la historia fidedigna de la ley.  

También cabe mencionar que resulta evidente que el debate sobre el 
aborto constituye una cuestión ajena a la idea matriz del proyecto, la 
cual se limita a regular la información, orientación y prestación en 
materia de fertilidad.  

El problema del aborto está bien resguardado en la legislación nacional.  

Por último, hago presente que buscar un mecanismo para cuestionar 
procedimientos que algunos consideren abortivos producto de 
diferencias de criterio y opinión no tiene ningún fundamento, porque al 
final es el Ministerio de Salud -eso está avalado también por el Tribunal 
Constitucional- el que define la política tendiente a proteger el principio 
de la vida.  

Por lo tanto, a nuestra juicio, la discusión básicamente debe apuntar a 
procurar que el procedimiento en cuestión sea inocuo y a que se hallen 
establecidos los deberes y derechos de las personas.  

Insisto: la legislación vigente salvaguarda el principio de la vida y evita 
el aborto en todos los ámbitos de las políticas públicas de salud.  
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De ser necesario proteger aún más tal principio, estamos absolutamente 
disponibles para encontrar la mejor manera de asegurar que nuestros 
métodos de regulación de fertilidad resguardan ese principio consagrado 
en la legislación vigente.  

El señor NOVOA (Presidente).- Gracias, señor Ministro.  

Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.  

La señora ALVEAR.- Seré muy breve, señor Presidente.  

En primer lugar, debo decir que es evidente que la "píldora del día 
después" no es abortiva.  

Los cinco miembros de la Comisión de Constitución, quienes representan 
a distintas bancadas, presentamos y aprobamos por unanimidad la 
indicación que nos ocupa precisamente para precaver el hecho de que 
por la vía jurisprudencial -en el caso de que esto se lleve a tribunales- 
se cuestionen métodos anticonceptivos, salvo que -según señala con 
mucha claridad la norma- tengan como objetivo o efecto directo 
provocar un aborto.  

Si el día de mañana un abogado, como se ha expresado aquí, 
interpusiera un recurso en contra del dispositivo intrauterino, no 
conseguiría su meta, porque -lo reitero- la "te" de cobre no tiene por 
finalidad provocar el aborto, sino prevenir el embarazo. Este principio es 
el que busca justamente reafirmar la disposición.  

Por último, resalto que en la Comisión también tuvimos presente que 
esta misma discusión se dio en Argentina.  

¡No podrán decir que el Congreso trasandino es muy conservador...!  

Para zanjar el debate, los invito a leer la ley argentina Nº 25.673, de 30 
de octubre de 2002, sobre salud sexual y procreación responsable, que 
legisló en la misma dirección que plantea la indicación que la 
unanimidad de los Senadores de la Comisión de Constitución 
presentamos: impedir, ante eventuales recursos, que se echen abajo 
políticas de salud y de prevención del embarazo que tienen larga data 
en nuestro país.  

El señor NOVOA (Presidente).- Si le parece a la Sala, luego de dar la 
palabra para fundar el voto a quienes están inscritos, se la concederé 
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por dos minutos a quienes ya lo hicieron y quieren argumentar 
nuevamente.  

Acordado.  

Tiene la palabra la Senadora señora Matthei.  

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, en conversación con el Ministro 
señor Viera-Gallo, me señaló que una disposición muy parecida a la que 
nos ocupa se encuentra vigente en nuestro ordenamiento jurídico desde 
hace 20 años.  

En efecto, en la ley Nº 18.826, de 15 de septiembre de 1989, se 
reemplazó el artículo 119 del Código Sanitario por el siguiente: "No 
podrá ejecutarse ninguna acción cuyo fin sea provocar un aborto.".  

Dicha normativa rige desde hace dos décadas. De manera que, si 
alguien hubiese querido cuestionar la "te" de cobre por considerarla 
abortiva, podría haberlo planteado desde hace muchos años.  

Por tanto, en mi opinión, y tal como lo expresó la Honorable señora 
Alvear, no tiene ningún sentido preocuparse de que esto vaya a echar 
abajo el uso de los dispositivos intrauterinos.  

Voto a favor del inciso final propuesto para el artículo 4º, pues clarifica 
las cosas y no implica riesgo de que quede fuera de la ley algún método 
anticonceptivo hoy en uso.  

El señor NOVOA (Presidente).- El Senador señor Letelier está inscrito 
para fundar su voto, pero no se encuentra en la Sala.  

Tiene la palabra el Honorable señor Girardi por dos minutos.  

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, por la misma razón que señaló la 
Senadora señora Matthei, es absolutamente innecesario dejar 
establecido dicho inciso en este proyecto.  

A mayor abundamiento, reitero que los 36 Diputados que recurrieron al 
Tribunal Constitucional contra la "te" de cobre no lo hicieron solo porque 
tenían intuiciones.  

Puedo decir con absoluta claridad que nunca he visto una evidencia seria 
de ninguna sociedad ginecológica o científica mundial que señale que la 
"píldora del día después" presenta efectos abortivos.  
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Pero sí es controvertido el tema de la "te" de cobre. Depende de lo que 
uno considere aborto. Si se piensa que es impedir la implantación de un 
óvulo fecundado, sí puede originarse un legítimo debate sobre la 
materia. Si se estima que el aborto implica erradicar un óvulo fecundado 
implantado, entonces el punto se halla fuera de la discusión.  

Estoy seguro de que la Senadora señora Matthei y los demás colegas 
presentes no van a recurrir a los juzgados para cuestionar la "te" de 
cobre, porque todos sabemos el beneficio social que la política diseñada 
en torno de ella ha significado para la sociedad chilena. Pero no 
podríamos impedir que otras personas, con legítimo derecho, en virtud 
de una concepción debatible respecto de cuándo comienza la vida y de 
cuándo se produce el aborto, recurrieran al Tribunal Constitucional o a 
los juzgados ordinarios de justicia.  

Así se va a precarizar uno de los instrumentos más importantes de 
política social -ni siquiera hablo de regulación de la natalidad- que ha 
tenido el país.  

Me parece innecesario incluir el inciso propuesto, porque, como se ha 
dicho aquí, su contenido está suficientemente regulado en otros cuerpos 
legales.  

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor 
Núñez.  

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, ha quedado claro que la norma en 
comento no debiera contenerse en esta iniciativa.  

No veo por qué estamos discutiendo acerca del aborto, ni mucho menos 
sobre cuándo se inicia la vida. ¡Si el proyecto se refiere a otro asunto!  

Esa es una discusión pendiente, con otras dimensiones y diferentes 
raíces filosóficas y biológicas. Pero la disposición que nos ocupa nada 
tiene que hacer en la ley en proyecto.  

Por esa razón, voto en contra.  

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-
Esquide por dos minutos.  

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, primero, cabe reconocer 
que este es un asunto sobre el cual ha habido una larguísima discusión 
en los medios científicos. En la Medicina, desde hace no menos de 100 a 
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150 años se debate acerca de cuándo comienza la vida y cuándo se 
produce el aborto.  

En segundo lugar, hay una diferencia entre las concepciones médica y 
religiosa sobre el punto.  

En tercer término, entiendo que todos estamos por la vida.  

Pedí dos minutos para intervenir porque, con el debido respeto a todos 
los aspectos del debate, no me gusta -y reclamo por ello con toda 
energía- que quienes piensan de determinada manera argumenten que 
son los únicos que están por la vida.  

¡Por favor! Aquí nadie está llamando al aborto masivo ni a buscar un 
subterfugio para propiciar el aborto. ¡No! ¡Categóricamente, no! Y quiero 
que quede claramente establecida mi opinión a este respecto.  

En cuarto lugar, respeto todas las opciones. Y pienso que la iniciativa 
probablemente se va a aprobar tal como viene. Pero hago presente que 
aquí estamos partiendo de una base esencial. Por eso hay discusión, 
pues algunos no la aceptan.  

Para mí no existe diferencia entre la "te" de cobre y la píldora llamada 
"de emergencia", puesto que las dos impiden que se produzca la 
conjunción. Y eso no constituye aborto, salvo -vuelvo a repetir- que 
lleguemos hasta la exageración -el señor Senador que me precedió en el 
uso de la palabra en forma muy lúcida no puede aceptar esta tesis- de 
decir que todo lo que impide que se produzca la simbiosis es abortivo. 
En tal caso, quedarían los gametos y los espermatozoides aislados.  

Si llegamos a ese extremo, nunca vamos a entender el asunto y no nos 
pondremos de acuerdo.  

En consecuencia, creo que la norma propuesta más bien va a confundir. 
Se producirá un debate en los tribunales, y al final de cuentas la futura 
ley será menos útil de lo que uno quisiera.  

¡Lo que yo no deseo es que haya más muertes de niños!  

El señor NOVOA (Presidente).- Finalmente, tiene la palabra el Senador 
señor Larraín por dos minutos.  

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, el problema en discusión en 
realidad corresponde a los métodos posrelaciones sexuales. Con 
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anterioridad a ello, todos los métodos son, por definición, 
anticonceptivos.  

Por eso, obviamente, la "te" de cobre, cuyo objetivo no es provocar una 
situación posterior, sino previa, queda fuera de esta discusión. Y, 
además, el Tribunal Constitucional ya zanjó el debate. Por lo tanto, ese 
no es el punto.  

El problema de fondo radica en los métodos que se pueden usar una vez 
consumada la relación sexual, lo cual se halla indisolublemente ligado al 
aborto. Así que no se puede sostener que la norma se encuentra fuera 
de las ideas matrices. Con esta excepción, no se habla de un método o 
de otro. No nos corresponde a nosotros afirmar si tal o cual de ellos es 
anticonceptivo o antiabortivo. Eso hay que dejarlo a la ciencia.  

Si no se establece esta excepción, al revés de lo que se piensa, el 
asunto será materia del Tribunal Constitucional. Con la excepción, en 
cambio, deja de ser materia de esta instancia y pasa a ser objeto de un 
recurso judicial ordinario (de protección o el que se intente), pero, como 
digo, deja de ser una cuestión de carácter constitucional. Porque lo que 
interesa es, precisamente, que sea la ciencia la que defina el momento 
de la concepción.  

En consecuencia, si la "pastilla del día después" es o no es abortiva es 
un problema de la ciencia y de los tribunales de justicia, no de la ley. La 
legislación no puede autorizar o sancionar métodos específicos, ya que 
estos cambian. La ciencia es muchísimo más dinámica que la ley. Por 
tanto, no rigidicemos esta última disponiendo que se autoriza este 
método o que se prohíbe este otro. ¡No! Lo que interesa es que el 
método anticonceptivo que se quiera usar con posterioridad a una 
relación sexual no afecte la vida del que está por nacer, si se ha 
producido ya la concepción. Y serán la ciencia y los tribunales -estos 
últimos, con informes científicos- los que determinen cuándo hay 
concepción y cuándo se afecta la vida.  

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha 
emitido su voto?  

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.  

--Se aprueba el inciso tercero y final del artículo 4° (19 votos por la 
afirmativa y 7 por la negativa).  
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Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Matthei y los señores 
Allamand, Bianchi, Coloma, Espina, Flores, García, Kuschel, Larraín, 
Longueira, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y 
Zaldívar.  

Votaron por la negativa los señores Escalona, Gazmuri, Girardi, Letelier, 
Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide. El señor HOFFMANN (Secretario 
General).- Seguidamente, la Sala debe pronunciarse sobre el artículo 5°, 
que en la Comisión de Salud fue aprobado con los votos a favor de los 
Senadores señores Arancibia, Kuschel y Ruiz-Esquide y los contrarios de 
los Honorables señores Girardi y Ominami.  

El señor NOVOA (Presidente).- En votación el artículo 5°.  

--(Durante la votación).  

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora 
Alvear.  

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, solo deseo precisar qué se está 
votando.  

En el artículo 5°, la Comisión de Constitución únicamente introdujo una 
pequeña modificación, consistente en agregar, al final, la frase: "sin 
perjuicio de lo dispuesto en el artículo 198 del Código Procesal Penal", 
con el objeto de hacer aplicables las normas procesales respectivas. No 
se cambió para nada el texto aprobado por la Comisión de Salud, que la 
de Constitución acogió por unanimidad, con la enmienda recién indicada.  

El señor NOVOA (Presidente).- Como estamos en votación, pido la 
anuencia de la Sala para que pueda hablar el Ministro señor Viera-Gallo.  

Acordado.  

Tiene la palabra el señor Ministro.  

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- 
Señor Presidente, desgraciadamente, va a quedar una incongruencia en 
el proyecto.  

El artículo 5° dispone: "Si al momento de solicitarse la prescripción 
médica de un método anticonceptivo de emergencia o de solicitarse su 
entrega en el sistema público o privado de salud, fuese posible presumir 
la existencia de un delito sexual en la persona del solicitante o para 
quien se solicita," -ayer vimos que cualquier relación sexual con una 



 

83 

 

menor de 14 presume la llamada "violación impropia"- "el facultativo o 
funcionario que corresponda deberá poner los antecedentes a 
disposición del Ministerio Público y, si fuese menor de dieciocho años, en 
conocimiento inmediato de los padres". Esto último fue justamente lo 
que se discutió ayer, aunque de otra manera. Se dijo que se podría dar 
aviso no solo a los padres, sino también a un tercero adulto. Y se habló 
de menores de 14 años, porque, si la persona tiene menos de 18 y solo 
hay una relación sexual, no se configura delito, salvo que se cometa 
otro tipo de conductas reñidas con la ley.  

Entonces, señor Presidente, como ese problema quedó clarificado en 
otra norma después de la larga discusión de ayer, lo lógico sería 
suprimir en el artículo 5° la frase "y, si fuese menor de dieciocho años, 
en conocimiento inmediato de los padres".  

El señor NOVOA (Presidente).- Parece razonable eliminar la referencia a 
la edad, dejando algo que es obvio, como es que, si hay evidencia de 
delito, se debe hacer la denuncia al Ministerio Público.  

¿Le parece a la Sala?  

El señor RUIZ-ESQUIDE.- ¿Se mantendría la frase final aprobada por la 
Comisión de Constitución: "sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 
198 del Código Procesal Penal"?  

El señor NOVOA (Presidente).- Sí. Ella tiene por objeto mantener la 
norma general del procedimiento penal.  

En consecuencia, se eliminaría, por unanimidad, la frase indicada por el 
señor Ministro.  

--Así se acuerda, y queda despachado el proyecto en este trámite.  



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


